ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA - Niega pretensiones y declara probada falta de legitimación en la causa
FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA - Accede, declara probada

Ministerio del Interior y del Departamento Administrativo de la presidencia de la República.
DAÑO ANTIJURÍDICO - Niega. Caso supuesto desplazamiento forzado de líder comunitario / RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO POR DESPLAZAMIENTO FORZADO - Niega. Condiciones de desplazamiento se debieron a situación particular y no en razón al conflicto armado / FALLA DEL SERVICIO POR OMISIÓN EL DEBER DE PROTECCIÓN DE PERSONA PROTEGIDA - Solicitud de protección de persona amenazada. Amenazas no se debieron a circunstancias del conflicto armado sino a asunto privado o personal / RIESGO EXCEPCIONAL - Niega / DAÑO ESPECIAL - Niega
La Sala determina que no es cierto que esté acreditado de manera directa que las amenazas que generaron el desplazamiento hayan sido realizadas por miembros del Ejército Nacional, o que las mismas ocurrieran en el contexto que mostrara un fenómeno generalizado de desplazamiento de la población, que debiera ser conocido por el Ejército, y en cuanto tal, permitiera endilgarle una inactividad concreta a  esta institución. (…) Como no se demostró por parte de los actores que  las amenazas ocurrieron como consecuencia del contexto armado, sino más bien de un asunto netamente privado en el que están comprometidos miembros de una misma familia, era necesario que para poder atribuirle responsabilidad al Ministerio de Defensa - Ejército Nacional esos hechos concretos hubiesen sido conocidos o debieran haber sido conocidos por la entidad demandada, y que pese a ello hubiese mantenido una conducta omisiva; como así no ocurrió, forzasamente habrán de negarse las pretensiones. Ahora bien, descartada la falla en el servicio, se ocupa la Sala ahora de analizar si los criterios de atribución de responsabilidad objetiva, denominados riesgo excepcional y daño especial, pueden ser aplicados en el sub judice. (…) En este caso el criterio de atribución de responsabilidad de daño especial; resulta del todo extraño puesto que  las amenazas son absolutamente ajenas a una actividad del Estado. (…) [De otra parte, respecto del estudio por responsabilidad del Estado bajo el título de imputación por daño especial, se evidencia que si] bien es cierto algunos testigos refieren que (…) [el señor] era un líder comunitario, no aparece en  el contenido de las amenazas que las mismas obedecieran a tal condición, por lo tanto no hay lugar tampoco a endilgar, bajo este criterio, al Ejército Nacional responsabilidad alguna por la extorsión de la que fueron víctimas los demandantes, pues, lo que muestran las pruebas obrantes en el expediente es que las amenazas se desarrollaron a partir de atentado que sufrió el hermano del aquí demandante,  dentro de un ámbito estrictamente privado; y no se evidenció que las mismas fuesen consecuencia de la condición de líder comunitario que según algunos testigos ostentaba el aquí demandante.
CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCION TERCERA

SUBSECCION C

Consejero ponente: JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA

Bogotá, D.C., diez (10) de agosto de dos mil quince (2015).
Radicación número: 76001-23-31-000-2010-01859-01(49724)

Actor: OCTAVIO SANCHEZ VALBUENA Y OTROS
Demandado: NACION - MINISTERIO DEL INTERIOR Y DE JUSTICIA Y OTROS
Referencia: ACCION DE REPARACION DIRECTA (APELACION SENTENCIA)
Procede la Sala a resolver el recurso de apelación presentado por la parte actora contra la sentencia proferida el 30 de agosto de 2013 por el Tribunal Contencioso Administrativo del Valle del Cauca. Mediante la que se dispuso:  

“PRIMERO: NEGAR las pretensiones de la demanda.[…]”
ANTECEDENTES

1. La demanda 

1.1. Presentación de la demanda 

El 2 de noviembre de 2010 los señores Octavio Sánchez Valbuena y Yamilet Valderrama Sierra, actuando en nombre propio y mediante apoderado judicial; todos ellos en ejercicio de la acción de reparación directa prevista en el artículo 86 del C.C.A., presentaron demanda en la que solicitaron que se profirieran las siguientes declaraciones y condenas:

“1 – DECLARAR responsables extracontractual y patrimonialmente, a la NACION – MINISTERIO DE DEFENSA – EJERCITO NACIONAL, NACION – MINISTERIO DE JUSTICIA Y DEL INTERIOR, NACION – PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA,  o a las entidades que hagan sus veces, del desplazamiento forzado de los demandantes, a partir del ocho de septiembre de 2008;

2 – CONDENAR  a la NACION – MINISTERIO DE DEFENSA – EJERCITO NACIONAL, NACION – MINISTERIO DE JUSTICIA Y DEL INTERIOR, NACION – PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA, o a las entidades que hagan sus veces, por el desplazamiento forzado de los demandantes, a partir del 8 de septiembre de 2008, a reconocer, liquidar y pagar, a favor de OCTAVIO SANCHEZ VALBUENA, identificado con la C.C. No 6194092 y YAMILET VALDERRAMA SIERRA, identificada con la C.C. No 31655772, las siguientes sumas de dinero:

2.1 – PERJUICIOS MATERIALES – DAÑO EMERGENTE – la suma de $80.000.000.00 pesos moneda legal y corriente, al momento de la (sic) presentar la demanda;

2.2 – PERJUICIOS MATERIALES – LUCRO CESANTE: Pasado (sic) presente y futuro, por los bienes inmuebles, muebles y animales, imposibles de explotar, la suma de $850.000.oo pesos (sic) moneda legal y corriente, mensualmente, contabilizados a partir del ocho de septiembre de 2008, hasta cuando se dicte la correspondiente sentencia;

2.3 – PERJUCIOS MORALES a favor de OCTAVIO SANCHEZ VALBUENA, identificado con la C.C. No 6194092, y YAMILET VALDERRAMA SIERRA, identificada con la C.C. No 31655772, la suma de 100 salarios mínimos legales mensuales vigentes al momento de liquidar la respectiva sentencia, para cada uno; 

2.4 – Por los perjuicios del Daño de la vida en Relación la suma de 100 salarios mínimos mensuales vigentes, a favor de cada demandante al momento de dictar la respectiva sentencia; 

Los salarios mínimos legales mensuales; convertirlos y liquidarlos en pesos de curso legal y corriente. 

2.5 – Los intereses corrientes y moratorios, la indexación, que corresponda, deben liquidarse y pagarse tal y como lo establece el ordenamiento jurídico colombiano y la jurisprudencia correspondiente, contabilizados a partir del ocho de septiembre de 2008, hasta la fecha que efectivamente ingresen al pecunio de los demandantes. 

3 – CONDENAR  a LA NACIÓN COLOMBIANA – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – EJERCITO NACIONAL, NACIÓN – MINISTERIO DE JUSTICIA Y DEL INTERIOR, NACIÓN – PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA, para que a la sentencia le den cumplimiento dentro del término establecido en el Art{iculo 176 del Código Contencioso Administrativo. 

4 – Comunicar la sentencia,  a  los señores Ministros respectivos, NACIÓN  COLOMBIANA – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – EJERCITO NACIONAL, NACIÓN – MINISTERIO DE JUSTICIA Y DEL INTERIOR, NACIÓN – PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA, a la Procuraduría General de la Nación y al Ministerio de Hacienda y Crédito Público. 

5 – CONDENAR en costas y gastos del proceso a la parte Demandada.”

1.2.   Fundamento fáctico

Los hechos en que se fundan las pretensiones de la demanda, la Sala los sintetiza así: 

El 6 de septiembre de 2008, el señor Orlando Simón Sánchez Valbuena, hermano del hoy actor, sufrió un atentado contra su vida, por lo cual el señor Octavio Simón Sánchez Valbuena lo acompañó al Hospital Universitario del Valle. Transcurridos 2 días desde el atentado, el señor Octavio Sánchez Valbuena recibió diferentes llamadas amenazantes en las cuales le solicitaban $20.000.000; situación que se prolongó por dos días más, razón por la cual, el hoy demandante, acudió a las autoridades en busca de protección. Se afirma en la demanda que unos días después, el Gaula Regional de Cali capturó en flagrancia a dos sujetos, razón por la cual, el hoy actor continuó recibiendo amenazas.

Por lo anterior, los demandantes se vieron obligados a abandonar su domicilio y sus pertenencias, renunciar a su trabajo y trasladarse a la zona urbana de Buga. Debido a esto, los actores denunciaron su situación a diferentes autoridades, incluyendo el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos

2. Actuación procesal en primera instancia

   2.1. Admisión de la demanda

El 7 de diciembre de 2010 – Fl. 178 del C.1. – el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, admitió la demanda y ordenó tramitarla conforme a ley. El auto admisorio fue notificado a las entidades demandadas, así: a la Nación – Ministerio de Defensa Nacional – Ejército Nacional el 16 de febrero de 2011 – Fl. 182 del C.1.; a la Nación – Ministerio del Interior y de Justicia el 25 de marzo siguiente – Fl. 207 del C.1.; y al Departamento Administrativo de la Presidencia de la República el 24 de marzo del mismo año – fl. 206 del C.1. Se notificó al Ministerio Público, el 16 de diciembre de 2010 – Fl. 178 anverso del C1. 

2.2. Escrito de contestación a la demanda



2.2.1. La Nación – Ministerio del Interior y de Justicia.

El 7 de abril de 2011, el apoderado de la Nación – Ministerio del Interior y de Justicia, presentó su escrito de contestación a la demanda – Fls. 209 - 215 del C.1.; en el cual se opuso a todas y cada una de las pretensiones de la demanda. Alegó, en primer lugar, que de los hechos relatados en la demanda no se deriva responsabilidad alguna de la entidad demandada, de conformidad con lo establecido en el Decreto 4530 de 2008. Se hace referencia en el escrito a los elementos constitutivos de una falla en el servicio, y concluyó que en el caso concreto, que no existe nexo causal que permita atribuirle responsabilidad al Ministerio del Interior y de Justicia. Además, propuso las excepciones que denominó “hecho de un tercero” e “indebida representación por pasiva”.  



2.2.2. La Nación – Ministerio de Defensa – Ejército Nacional. 

En escrito allegado el 5 de diciembre de 2011, el apoderado de la Nación – Ministerio de Defensa – Ejército Nacional contestó la demanda – Fls. 232 – 257 del C.1. En primer lugar, se opuso a todas y cada una de las pretensiones de la demanda. Empezó por hacer referencia a los elementos constitutivos de la responsabilidad del Estado; afirmó luego la existencia del hecho de un tercero, como causal de exoneración de responsabilidad. 

Se refirió también al carácter de las obligaciones en cabeza de la Fuerza Pública, y manifestó que se trata de obligaciones de medio y no de resultado; en lo relacionado con la omisión, manifestó que “se debe establecer claramente y con base en las pruebas legalmente recaudadas si de acuerdo con las circunstancias que rodearon los hechos se le puede formular un juicio de reproche a las Fuerzas Militares”. Sostuvo también el apoderado de la entidad demandada, que es deber del demandante acreditar la responsabilidad del Ministerio de Defensa – Ejército Nacional; y que la “función constitucional del Ejercito(sic) Nacional no es la protección de las personas, razón por la que se configura la excepción de Indebida legitimación por Pasiva” y que “la atención de los desplazados, no es función del Ministerio de Defensa Nacional”. Destacó, además, la ausencia de la inscripción en el registro nacional de desplazados de los hoy demandantes. Finalmente, propuso la excepción “innominada”. 

2.2.2. Departamento Administrativo de la Presidencia de la República. 

En escrito allegado al Tribunal el 14 de diciembre de 2011 – Fl. 272 – 278 del C.1. – la apoderada de esta entidad se opuso a todas y cada una de las pretensiones de la demanda; negó unos hechos, admitió algunos, y manifestó que otros debían probarse. Afirmó que no existe, en el caso concreto, responsabilidad de la entidad a la cual representa, debido a la ausencia de los elementos axiológicos de la responsabilidad del Estado.

2.3. Periodo probatorio 

Por medio del auto de 31 de enero de 2012 – fl. 280 del C.1 – el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca abrió el periodo probatorio y decretó las pruebas pedidas por las partes. 

     2.4. Alegatos de conclusión

El 19 de diciembre de 2012 – Fl. 304 del C.1. – el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca corrió traslado a las partes para que presentaran sus respectivos alegatos de conclusión; y al Ministerio Público para que emitiera concepto de fondo. 

2.5.1. Alegatos de la Nación – Ministerio de Defensa – Ejército Nacional

El 12 de febrero de 2013, el apoderado de la Nación – Ministerio de Defensa – Ejército Nacional presentó escrito de alegatos de conclusión – Fls. 310 – 331 del C.1. – en el cual reiteró todos los argumentos expuestos en la contestación a la demanda. 

2.5.2. Nación – Departamento Administrativo de la Presidencia de la República.

En escrito presentado el 27 de febrero de 2013 – Fls. 332 – 335 en fax y el original obra a folios 381 – 385 del C.1. – el apoderado de esta entidad descorrió el traslado para alegar de conclusión, reiteró lo dicho en relación con la inexistencia de los elementos de responsabilidad estatal y las excepciones propuestas en la contestación de la demanda. 

     2.5.3. Parte actora. 

Por su parte, el apoderado de los demandantes presentó escrito el 1° de marzo del mismo año – Fls. 342 – 374 del C.1. – en el cual solicitó acceder a las pretensiones de la demanda y declarar no probadas las excepciones propuestas por las entidades demandadas; reiteró lo dicho en la demanda; e hizo alusión a normas legales, constitucionales y convencionales, las cuales consideró vulneradas por el Estado colombiano; concretamente hizo referencia a las obligaciones del Estado, derivadas de la ley de víctimas. Sostuvo que en el caso concreto el daño se encuentra plenamente acreditado, y que no existe hecho alguno de la víctima en su producción, destacó también que la conducta de las entidades demandadas se enmarca dentro de lo consagrado en el artículo 90 de la Carta Política.

El Ministerio Público guardó silencio; y la Nación – Ministerio del Interior y de Justicia presentó su escrito de alegatos de conclusión de manera extemporánea – Fl. 397 del c.1. 

3. Sentencia de primera instancia

El día 30 de agosto de 2013, el Tribunal Contencioso Administrativo del Valle del Cauca profirió sentencia de primera instancia – fls. 404 – 423 del C.ppal. – mediante la cual resolvió negar las pretensiones de la demanda. Para lo anterior, el Tribunal consideró que si bien el daño antijurídico consistente en el desplazamiento forzoso se encuentra acreditado en el expediente, en el mismo no obra soporte alguno que permita endilgarle responsabilidad alguna a las entidades demandadas, al respecto se lee:

“[…] La Sala no encuentra soporte probatorio que conlleve a concluir que el actuar del Estado en el presente caso fue irregular pues si bien se demostró la ocurrencia de los hechos delictivos de que fue víctima el demandante, también existe prueba que en cumplimiento de sus deberes constitucionales y legales la Policía Nacional actuó conforme a lo establecido en la ley, pues una vez tuvo conocimiento de los hechos se inició un operativo que culminó con la captura de los extorsionistas los señores Miguel de Jesús Toro Cortez y Ricardo Adolfo Valbuena Briñez, este último primo del amenazado y extorsionado Octavio Sánchez Valbuena y la Procuraduría General de la Nación de igual forma hizo uso de sus competencias para solicitar medidas de seguridad para los demandantes. 

Por lo tanto, la actuación del estado a través de las instituciones señaladas que dicho sea de paso no fueron convocada(sic) a la acción, fue diligente y oportuna, realizando los actos tendientes a proteger a la víctima de forma inmediata, disminuyendo así las posibilidades de que fueron transgredidos los bienes jurídicamente protegidos.[…]”

Finalmente, el Tribunal concluyó:

“[…] Se ha establecido en el sub-lite que el segundo elemento constitutivo del título analizado no se encuentra configurado razón suficiente para que se nieguen las pretensiones de la demanda y se torne inane el análisis del nexo causal y el eximente de responsabilidad planteado, del hecho de un tercero.”

4. Recurso de apelación

En escrito presentado el 8 de noviembre de 2013 – Fl. 424 – 450 del C. ppal. – el apoderado la parte actora, interpuso y sustentó el recurso de apelación contra la sentencia de primera instancia. 

Para lo anterior el apoderado de la parte actora afirmó que la sentencia atacada se limitó a establecer que no se presentó una falla en el servicio, sin tener en cuenta los regímenes objetivos de responsabilidad del Estado. Sostuvo también que las entidades demandadas son las responsables de garantizar a los ciudadanos los derechos a la seguridad y a la vida. 

Aseguró que las pruebas que exigió el a quo son imposibles de obtener, y que los indicios que obran en el expediente, así como los testimonios,  indican que las demandadas incurrieron en una conducta omisiva de sus deberes. Atacó, además, la valoración de las pruebas realizada por el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, y con relación a la prueba de la calidad de desplazado, el apelante reseña  el régimen del desplazamiento forzado anterior a la expedición de la ley de víctimas y transcribió alguna jurisprudencia de la Corte Constitucional en relación con este tema, finalmente  hizo referencia a la ley 1448 de 2011.
El recurso fue concedido por el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca en providencia del 25 de noviembre de 2013 – Fl. 454 del C.Ppal. 

4. Trámite de la segunda instancia

En proveído del 24 de febrero de 2014 la Sección Tercera de esta Corporación admitió el recurso interpuesto – Fl. 458 del C. Ppal. 

En proveido del 31 de marzo de 2014 se corrió traslado a las partes y al Ministerio Público por el término de 10 días, para que aquellas presentaran sus alegatos de conclusión y éste rindiera concepto. – Fl. 460 del C.Ppal. 

El 24 de abril siguiente, el apoderado del Departamento Administrativo de la Presidencia de la República presentó su escrito de alegatos de conclusión –Fls. 461 – 465 del C.Ppal. – en el cual reiteró su oposición a las pretensiones de la demanda, toda vez que carecen de sustento fáctico y jurídico. Reiteró lo dicho en la contestación de la demanda en relación con la excepción que denominó “falta de legitimidad procesal en la causa por pasiva”. 

El 6 de mayo de 2014, la parte actora descorrió el traslado para alegar de conclusión – Fls. 466 – 476 del C. Ppal. –. En su escrito reiteró los argumentos expuestos en la sustentación del recurso de apelación, y transcribió alguna jurisprudencia de esta Corporación relacionada con el concepto de desplazados forzosos, para concluir que los requisitos exigidos para que se configure dicha situación se encuentran acreditados en el caso concreto, y ésta constituye la fuente de la obligación del Estado de indemnizar a los hoy actores. Atacó la exigencia del Tribunal en cuanto a las pruebas de la omisión de las entidades demandadas. Afirmó el apoderado en sus alegatos que la sentencia atacada desconoce el concepto de Estado Social de Derecho, los lineamientos establecidos por la Corte Constitucional en relación con la violación de derechos fundamentales por el desplazamiento forzoso y los lineamientos establecidos por esta Corporación relativos a la prueba del daño moral. 

Las demás entidades demandadas y el Ministerio Público guardaron silencio. 

El proceso entró al Despacho para elaborar proyecto de sentencia el 14 de mayo de 2014 – Fl. 477 del C.Ppal.  

CONSIDERACIONES

Corresponde a la Sala resolver el recurso de apelación que formuló la parte actora en juicio de dos instancias, con el objeto de que revoque la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca que negó las pretensiones de la demanda, y en su lugar se acceda a las súplicas de la misma.

1. Competencia

Como la sentencia sólo es apelada por la parte demandante, deberá cumplirse lo establecido en el artículo 328 del Código General del Proceso, de tal manera que se examinarán únicamente los argumentos expuestos por el apelante, en aplicación del principio de congruencia
.

Antes de entrar en el debate del asunto, la Sala  establece la vocación de doble instancia del presente proceso. De acuerdo con el artículo 31 de la Carta Política se reconoce el principio de la doble instancia, cuyo carácter debe respetar la garantía de acceso efectivo de la administración de justicia, sin que esto implique su carácter absoluto. Por lo tanto, se precisa tener en cuenta que la jurisdicción y competencia del juez se determinan “con fundamento en la situación de hecho existente en el tiempo de la demanda”, en aplicación de la denominada “perpetuatio juridictionis”. 

En ese sentido, para la época en que se presentó la demanda, 2 de noviembre de 2010, la norma procesal aplicable era el artículo134B, que establecía  que para que un proceso de reparación directa fuese de doble instancia la cuantía tendría que ser superior a 500 salarios mínimos legales mensuales, de tal manera que la cuantía para que un proceso de reparación directa tuviera una vocación de doble instancia en la fecha en que se presentó la demanda era de $257.500.000. Además, se encontraba ya vigente la ley 1395 de 2010, que estableció para el cálculo de la cuantía la suma de todas las pretensiones.

Al revisar las pretensiones de la demanda, se encuentra que la parte actora solicitó por concepto de los perjuicios materiales la suma de $80.000.000 millones de pesos; por perjuicios morales y daño a la vida de relación la suma de 400 salarios mínimos mensuales, que en la época resultaban equivalentes a $ 206.000.000. Sumando estas pretensiones se obtiene una cifra superior a la establecida por la ley para que el proceso fuese de doble instancia, por lo tanto, el asunto sí puede acceder a la doble instancia ante esta Corporación
.

2. Objeto del Recurso

Como se reseñó en precedencia, el recurso de apelación se circunscribe a acusar al Tribunal de haberse limitado en  la sentencia de primera instancia a examinar la existencia de la falla, desconociendo el estudio de la responsabilidad objetiva del Estado; de otra parte,  manifiesta que no se tuvieron en cuenta los testimonios y los indicios que, según el recurrente, evidencian las omisiones de las entidades demandadas que echó de menos el a- quo; finalmente acusa el fallo de primera instancia de haber desconocido jurisprudencia de la Corte Constitucional y del Consejo de Estado, a propósito del contenido y limites  del desplazamiento forzado. 

3. Problema Jurídico

Los contenidos de la Sentencia de primera instancia y del recurso de apelación evidencian que se tiene por probada la situación de desplazamiento de los demandantes, por lo tanto, de los argumentos expuestos en el escrito que sustentó la alzada  emana un único problema jurídico: 

¿Es imputable en el caso concreto la situación de desplazamiento forzado de los demandantes OCTAVIO SÁNCHEZ VALBUENA Y YAMILET VALDERRAMA SIERRA, a las entidades demandadas?

La Sala abordará el estudio del caso de la siguiente manera: en primer lugar, se analizarán los presupuestos para que se configure la responsabilidad extracontractual del Estado; posteriormente se elaborará una aproximación al tratamiento del desplazamiento forzado; luego se estudiará la responsabilidad del Estado cuando se produce un desplazamiento de esta naturaleza; se verificarán después los hechos probados en torno a la forma como se produjo el desplazamiento y la manera como obraron las entidades demandadas frente al mismo; finalmente, con base en todo lo anterior se procederá al análisis del caso concreto a fin de determinar si resulta imputable la responsabilidad por  el desplazamiento forzado de los actores,  a las entidades demandadas. 

4. Presupuestos para la configuración de la responsabilidad extracontractual del Estado.

Con la Carta Política de 1991 se produjo la “constitucionalización”
 de la responsabilidad del Estado
 y se erigió como garantía de los derechos e intereses de los administrados
 y de su patrimonio
, sin distinguir su condición, situación e interés
. De esta forma se reivindica el sustento doctrinal según el cual la “acción administrativa se ejerce en interés de todos: si los daños que resultan de ella, para algunos, no fuesen reparados, éstos serían sacrificados por la colectividad, sin que nada pueda justificar tal discriminación; la indemnización restablece el equilibrio roto en detrimento de ellos”
. Así también lo sostiene otro sector de la doctrina:

“La responsabilidad de la Administración, en cambio, se articula como una garantía de los ciudadanos, pero no como una potestad
; los daños cubiertos por la responsabilidad administrativa no son deliberadamente causados por la Administración por exigencia del interés general, no aparecen como un medio necesario para la consecución del fin público”
.
Según lo prescrito en el artículo 90 de la Constitución Política, la cláusula general de la responsabilidad extracontractual del Estado
 tiene como fundamento la determinación de un daño antijurídico causado a un administrado, y la imputación del mismo a la administración pública
 tanto por la acción, como por la omisión de un deber normativo
. 

En cuanto a la imputación, se exige analizar dos esferas: la fáctica y la  jurídica; en ésta última se  determina la atribución conforme a un deber jurídico, que opera de acuerdo con  los distintos títulos de imputación consolidados en el precedente de la Sala: falla en la prestación del servicio, daño especial y riesgo excepcional. Adicionalmente, resulta relevante tener en cuenta los aspectos de la teoría de la imputación objetiva de la responsabilidad patrimonial del Estado. Precisamente, a este respecto en el precedente jurisprudencial constitucional se sostiene:

“La superioridad jerárquica de las normas constitucionales impide al legislador diseñar un sistema de responsabilidad subjetiva para el resarcimiento de los daños antijurídicos que son producto de tales relaciones sustanciales o materiales que se dan entre los entes públicos y los administrados. La responsabilidad objetiva en el terreno de esas relaciones sustanciales es un imperativo constitucional, no sólo por la norma expresa que así lo define, sino también porque los principios y valores que fundamentan la construcción del Estado según la cláusula social así lo exigen”
. 

Sin duda, en la actualidad todo régimen de responsabilidad patrimonial del Estado exige la afirmación del principio de imputabilidad
, según el cual, la indemnización del daño antijurídico cabe cargarla al Estado cuando haya el sustento fáctico y la atribución jurídica
. Debe quedar claro, que el derecho no puede apartarse de las “estructuras reales si quiere tener alguna eficacia sobre las mismas”
.

En este orden de ideas, cabe precisar que la tendencia de la responsabilidad del Estado en la actualidad está marcada por la imputación objetiva que “parte de los límites de lo previsible por una persona prudente a la hora de adoptar las decisiones”
. Siendo esto así, la imputación objetiva implica la “atribución”, lo que denota en lenguaje filosófico-jurídico una prescripción, más que una descripción. Luego, la contribución que ofrece la imputación objetiva, cuando hay lugar a su aplicación, es la de rechazar la simple averiguación descriptiva, instrumental y empírica de “cuándo un resultado lesivo es verdaderamente obra del autor de una determinada conducta”
. 

Esto, sin duda, es un aporte, que se encuentra descrito por Larenz  cuando afirma la necesidad  de “excluir del concepto de acción sus efectos imprevisibles, por entender que éstos no pueden considerarse obra del autor de la acción, sino obra del azar”
. Con lo anterior, se logra superar definitivamente, en el juicio de responsabilidad, la aplicación tanto de la teoría de la equivalencia de condiciones, como de la causalidad adecuada, ofreciéndose como un correctivo de la causalidad, donde será determinante la magnitud del riesgo y su carácter permisible o no
. Es más, se sostiene doctrinalmente “que la responsabilidad objetiva puede llegar a tener, en algunos casos, mayor eficacia preventiva que la responsabilidad por culpa. ¿Por qué? Porque la responsabilidad objetiva, aunque no altere la diligencia adoptada en el ejercicio de la actividad (no afecte a la calidad de la actividad), sí incide en el nivel de la actividad (incide en la cantidad de actividad) del sujeto productor de daños, estimulando un menor volumen de actividad (el nivel óptimo) y, con ello, la causación de un número menor de daños”
.

Esta tendencia es la que marcó el precedente jurisprudencial constitucional, pero ampliando la consideración de la imputación -desde la perspectiva de la imputación objetiva- a la posición de garante de la administración, donde la exigencia del principio de proporcionalidad
 es necesario para considerar si había lugar a la adopción de medidas razonables para prevenir la producción del daño antijurídico y así motivar el juicio de imputación.

“… hay deberes que proceden de instituciones básicas para la estructura social (competencia institucional) y que le son impuestas al ciudadano por su vinculación a ellas. Por ejemplo, las relaciones entre padres e hijos y ciertas relaciones del Estado frente a los ciudadanos. Estos deberes se caracterizan, porque el garante institucional tiene la obligación de configurar un mundo en común con alguien, de prestarle ayuda y protegerlo contra los peligros que lo amenacen, sin importar que el riesgo surja de un tercero o de hechos de la naturaleza. Vg. El padre debe evitar que un tercero abuse sexualmente de su hijo menor y si no lo hace, se le imputa el abuso.

Los deberes institucionales se estructuran aunque el garante no haya creado el peligro para los bienes jurídicos y se fundamentan en la solidaridad que surge por pertenecer a ciertas instituciones básicas para la sociedad. Se trata de deberes positivos, porque contrario a los negativos en los cuales el garante no debe invadir ámbitos ajenos, en éstos debe protegerlos especialmente contra ciertos riesgos
”
. 

16. En una teoría de la imputación objetiva construida sobre las posiciones de garante, predicable tanto de los delitos de acción como de omisión, la forma de realización externa de la conducta, es decir, determinar si un comportamiento fue realizado mediante un curso causal dañoso o mediante la abstención de una acción salvadora, pierde toda relevancia porque lo importante no es la configuración fáctica del hecho, sino la demostración de sí una persona ha cumplido con los deberes que surgen de su posición de garante”
.  

Dicha formulación no supone, y en esto es enfática la Sala, una aplicación absoluta o ilimitada de la teoría de la imputación objetiva que lleve a un desbordamiento de los supuestos que pueden ser objeto de la acción de reparación directa, ni a convertir a la responsabilidad extracontractual del Estado como herramienta de aseguramiento universal
, teniendo en cuenta que el riesgo, o su creación, no debe llevar a “una responsabilidad objetiva global de la Administración, puesto que no puede considerarse… que su actuación [de la administración pública] sea siempre fuente de riesgos especiales”
. 

Debe, sin duda, plantearse un juicio de imputación en el que  una vez demostrado el daño antijurídico, se analice la atribución fáctica y jurídica en tres escenarios: peligro, amenaza y daño. La atribución jurídica debe hacerse  en un solo título de imputación; en primer lugar, debe examinarse en cada caso si  el elemento fáctico constituye una falla en el servicio, en el que deba encuadrarse la responsabilidad extracontractual del Estado, sustentada en la vulneración de deberes normativos
, que en muchas ocasiones no se reducen al ámbito negativo, sino que se expresan como deberes positivos en los que la procura o tutela eficaz de los derechos, bienes e intereses jurídicos es lo esencial para que se cumpla con la cláusula del Estado Social y Democrático de Derecho.

En segundo lugar, sí no es posible atribuir la responsabilidad al Estado por la falla en el servicio, debe examinarse a continuación  si los elementos fácticos del caso concreto permiten la  imputación objetiva, a título de daño especial o riesgo excepcional.

Así mismo, debe considerarse que la responsabilidad extracontractual no puede reducirse a su consideración como herramienta destinada solamente a la reparación, sino que debe contribuir con un efecto preventivo que permita la mejora o la optimización en la prestación, realización o ejecución de la actividad administrativa globalmente considerada.

En los anteriores términos, la responsabilidad extracontractual del Estado se puede configurar una vez se demuestre el daño antijurídico y la imputación (desde el ámbito fáctico y jurídico). 

Bajo la anterior óptica la Sala estudiará el asunto, previo estudio del concepto de desplazamiento forzado y la responsabilidad del Estado frente al mismo.

4. El desplazamiento forzado
El desplazamiento forzado ha sido definido como una situación fáctica, a consecuencia de la cual se produce un desarraigo producto de la violencia generalizada, la vulneración de los derechos humanos o la amenaza de las garantías del derecho humanitario. La Constitución Política garantiza la libre escogencia del lugar en el que todo ciudadano decide vivir, desarrollarse y realizar actividades económicas, así como la libre circulación en todo el territorio nacional.

En el ordenamiento jurídico colombiano la ley 387 de 1998 vino a regular la situación de desplazamiento forzado y a definir al desplazado en el artículo 1° en los siguientes términos:

“toda persona que se ha visto forzada a migrar dentro del territorio nacional abandonando su localidad de residencia o actividades económicas habituales, porque su vida, su integridad física, su seguridad o libertad personales han sido vulneradas o se encuentran directamente amenazadas, con ocasión de cualquiera de las siguientes situaciones: Conflicto armado interno, disturbios y tensiones interiores, violencia generalizada, violaciones masivas de los Derechos Humanos, infracciones al Derecho Internacional Humanitario u otras circunstancias emanadas de las situaciones anteriores que puedan alterar o alteren drásticamente el orden público”
.

En la misma norma se consagró como principio sustancial que todo colombiano tiene el derecho a “no ser desplazado forzadamente” (artículo 2), radicándose en cabeza del Estado la responsabilidad de “formular las políticas y adoptar las medidas para la prevención del desplazamiento forzado; la atención, protección y consolidación y estabilización socioeconómica de los desplazados internos por la violencia”, como respuesta a lo establecido en el artículo 24 de la Carta Política, que a su tenor consagra:

“Todo colombiano, con las limitaciones que establezca la ley, tiene derecho a circular libremente por el territorio nacional, a entrar y salir de él, y a permanecer y residenciarse en Colombia”.

La Ley 387 de 1997 vino a ser reglamentada por el Decreto 2569 de 2000, el cual consagró que el Gobierno Nacional, por medio de la Dirección General para los Derechos Humanos del Ministerio del Interior, “declarará que se encuentra en condición de desplazamiento aquella persona desplazada que solicite tal reconocimiento mediante el cumplimiento de los requisitos establecidos en el artículo 32 de la Ley 387 de 1997, a saber: 1. Declarar esos hechos ante la Procuraduría General de la Nación, la Defensoría del Pueblo, las personerías municipales o distritales o cualquier despacho judicial, y 2. Solicitar que se remita para su inscripción a la Dirección General para los Derechos Humanos del Ministerio del Interior o a la oficina que ésta designe a nivel departamental, distrital o municipal copia de la declaración de los hechos de que trata el numeral anterior” (artículo 2). 

Como respaldo al ordenamiento jurídico colombiano, y en aplicación del artículo 93 de la Carta Política (y del denominado bloque de constitucionalidad ampliado), el concepto de desplazamiento forzado encuentra respaldo en lo consagrado en el Protocolo II adicional a los Convenios de Ginebra, ratificado por la ley 171 de 1994 en los siguientes términos,


“Artículo 17. Prohibición de los desplazamientos forzados

1. No se podrá ordenar el desplazamiento de la población civil por razones relacionadas con el conflicto, a no ser que así lo exijan la seguridad de las personas civiles o razones militares imperiosas. Si tal desplazamiento tuviera que efectuarse, se tomarán todas las medidas posibles para que la población civil sea acogida en condiciones satisfactorias de alojamiento, salubridad, higiene, seguridad y alimentación.

2. No se podrá forzar a las personas civiles a abandonar su propio territorio por razones relacionadas con el conflicto”
.

En ese sentido, es aplicable al desplazamiento forzado el artículo 12 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, que consagra:

“Toda persona que se halle legalmente en el territorio de un Estado tendrá derecho a circular libremente por él y a escoger libremente en él su residencia… Los derechos antes mencionados no podrán ser objeto de restricciones salvo cuando éstas se hallen previstas en la ley, sean necesarias para proteger la seguridad nacional, el orden público, la salud o la moral públicas o los derechos y libertades de terceros, y sean compatibles con los demás derechos reconocidos en el presente Pacto”.

Lo anterior se apoya, también, en lo establecido en el artículo 22 de la Convención Americana de Derechos Humanos, según el cual,

“no puede ser restringido sino en virtud de una ley, en la medida indispensable en una sociedad democrática, para prevenir infracciones penales o para proteger la seguridad nacional, la seguridad o el orden públicos, la moral o la salud públicas o los derechos y libertades de los demás”.
En el precedente jurisprudencial constitucional se advierte que 

“Algunos estudios especializados, han considerado que la definición legal de desplazado, consagrada en la Ley 387 de 1997, resulta problemática, pues al establecer una asociación entre desplazamiento forzado y violencia política, dificulta considerarlos población civil separada de la partes enfrentadas, ya que el elemento que los vincula con el conflicto político armado es tenido en cuenta para estigmatizarlos como enemigos potenciales de la sociedad y del Estado.

Igualmente han indicado que tal definición limita el desplazamiento forzado a las migraciones producidas por acciones o hechos que amenazan la estabilidad y existencia del Estado, dejando por fuera fenómenos tales como el confinamiento impuesto por fuerzas irregulares, la pobreza rural, el miedo, la búsqueda de mejores modos de vida, entre otros, que también ocasionan ese fenómeno”
.    

Tal como se desprende de la normativa vigente, la situación de desplazamiento implica que la persona (o personas) se ven obligadas forzosamente a migrar, a desarraigarse del lugar en donde tenía afincada su residencia o el lugar habitual de su actividad profesional, productiva o económica, ante las amenazas a su vida, integridad física, libertad personal, dignidad, como consecuencia del conflicto armado interno, de la violencia generalizada, de la vulneración masiva, continuada y sistemática de los Derechos Humanos, de la infracción al Derecho Internacional Humanitario, o de toda aquella circunstancia que altere, modifique o quiebre radicalmente el orden público. El precedente constitucional establece:

“La jurisprudencia
 ha precisado que si bien en el plano internacional ningún tratado define dicho concepto, la Comisión de Derechos Humanos, hoy Consejo de Derechos Humanos, acogiendo los trabajos realizados por el Relator Temático Francis Deng, adoptó en 1998 la resolución titulada “Principios Rectores de los Desplazamientos Internos”, cuyo artículo 2º  consagra la siguiente descripción en torno a los desplazados:

“… las personas o grupos de personas que se han visto forzadas u obligadas a escapar o huir de su hogar o de su lugar de residencia habitual, como resultado o para evitar los efectos de un conflicto armado, por situaciones de violencia generalizada, por violaciones de derechos humanos o por catástrofes naturales o provocadas por el ser humano, y que no han cruzado una frontera estatal internacionalmente reconocida”. 

No sobra advertir que para la Corte Constitucional
 dichos Principios tienen fuerza vinculante, pese a que no han sido aprobados mediante un tratado internacional,

“dado que ellos fundamentalmente reflejan y llenan las lagunas de lo establecido en tratados internacionales de derechos humanos y que han recibido una gran aceptación por parte de distintos organismos internacionales de derechos humanos”, por lo cual esta corporación considera que “deben ser tenidos como parámetros para la creación normativa y la interpretación en el campo de la regulación del desplazamiento forzado y la atención a las personas desplazadas por parte del Estado. Lo anterior, claro está, sin perjuicio de que todos sus preceptos que reiteran normas ya incluidas en tratados internacionales de derechos humanos y de derecho internacional humanitario aprobados por Colombia gocen de rango constitucional, como lo señala el artículo 93 de la Constitución”
.

Luego, la Sala entiende que el desplazamiento forzado es una situación fáctica, pero no es una calidad jurídica que pueda operar como un título de atribución. En ese sentido el precedente constitucional establece,

“La condición de desplazado, como descripción que es de una situación de hecho, no conlleva una regulación integral de derechos fundamentales, ni de sus elementos próximos, aunque evidentemente contribuye a su exigibilidad; tampoco implica restricciones a tales derechos, pues, por el contrario, la regulación de esa situación fáctica está orientada a lograr que quienes sufren el desplazamiento forzado puedan recibir atención oportuna e integral por parte del Estado y reclamarla en caso de que no le sea prestada. Además, la especificación de un desplazado no puede quedar petrificada dentro del rígido molde de la ley, sea esta ordinaria o estatutaria, ya que por derivar de una realidad en constante evolución”
.
En ese sentido, la jurisprudencia interamericana de derechos humanos (Corte Interamericana de Derechos Humanos) ha resaltado el alcance del desplazamiento forzado y de la situación fáctica del desplazado, como se desprende de lo decidido en el caso “Masacres de Ituango contra Colombia”:

“En razón de la complejidad del fenómeno del desplazamiento interno y de la amplia gama de derechos humanos que afecta o pone en riesgo, y en atención a las circunstancias de especial vulnerabilidad e indefensión en que generalmente se encuentran los desplazados, su situación puede ser entendida como una condición de facto de desprotección. En los términos de la Convención Americana, dicha situación obliga a los Estados a otorgar un trato preferente a su favor y a adoptar medidas de carácter positivo para revertir los efectos de su referida condición de debilidad, vulnerabilidad e indefensión, incluso vis-à-vis actuaciones y prácticas de terceros particulares”
.  

De acuerdo con el anterior precedente, para que se concrete la situación de desplazamiento forzado se requiere:

“(i) La coacción, que obliga al afectado a desplazarse dentro del territorio nacional, así como su permanencia dentro de las fronteras del territorio nacional; (ii) La amenaza o efectiva violación de derechos fundamentales, toda vez que la definición legal indica que ese desplazamiento se produce porque la vida, la integridad física, la seguridad y la libertad personal “han sido vulneradas o se encuentran directamente amenazadas”; y (iii) La existencia de unos hechos determinantes, tales como el conflicto armado interno; disturbios y tensiones interiores; violencia generalizada, violaciones masivas de los Derechos Humanos; infracciones al Derecho Internacional Humanitario, “u otras circunstancias emanadas de las situaciones anteriores que puedan alterar o alteren drásticamente el orden público” 
.
Una vez se concreta la situación del desplazamiento, es necesario demostrar para que una persona sea considerada como desplazado interno que haya sido obligada a migrar más allá de los límites territoriales del municipio en el que vivía o residía
.

Sin perjuicio de lo anterior, el precedente jurisprudencial constitucional advierte que,

“… quien se desplaza lo hace “para evitar los efectos de un conflicto armado, de situaciones de violencia generalizada, de violaciones de los derechos humanos o de catástrofes naturales o provocadas por el ser humano, y que no han cruzado una frontera estatal internacionalmente reconocida”
, no para escapar de una amenaza de origen común o de las consecuencias de un accidente de tránsito que, si bien puede tener graves implicaciones y la entidad suficiente para obligar a una persona a tomar determinadas decisiones, no puede ser susceptible de recibir la protección que por disposición legal se reserva para las víctimas del conflicto armado interno que son obligadas a dejar sus lugares de residencia por causa del mismo”
.

Pese a lo anterior, el precedente jurisprudencial constitucional establece que en caso de contradicción al momento de aplicar la definición ajustada a un caso de persona o personas desplazadas internamente deberá acudirse a la aplicación del “principio pro homine” según el cual son varios los supuestos en los que encajaría la consideración de una situación de desplazado interno: a) como consecuencia de la acción ilegítima de las autoridades del estado; b) la acción u omisión legítima del Estado; c) teniendo en cuenta la región del país, la estigmatización derivada para la persona y su familia cuando como consecuencia de un proceso penal seguido por hechos ligados al conflicto armado interno, es absuelto posteriormente, y amenazado por grupos armados ilegales
.

Luego, el precedente jurisprudencial constitucional permite orientar a la Sala para examinar en el caso concreto si con el acervo probatorio se encuentra ante una situación fáctica de desplazamiento forzado, entendiendo que el concepto de desplazado,

“… lejos de estructurarse con unos indicadores y parámetros rígidos, debe moldearse a las muy disímiles circunstancias en que una u otra persona es desplazada dentro del país. Son circunstancias claras, contundentes e inclusive subjetivas, como el temor que emerge de una zozobra generalizada, las que explican objetivamente el desplazamiento interno”
.

A lo que se agrega, siguiendo el mismo precedente, que el concepto de desplazado,

“… no es un derecho o facultad sino una noción que describe una situación fáctica cambiante, de la cual se desprende la exigibilidad de derechos y garantías para el afectado y su núcleo familiar, y de ahí que deba ser entendida y aplicada de manera amplia con arreglo al principio pro homine
, tal como lo recomiendan la jurisprudencia de esta corporación y los organismos internacionales, tomando en consideración, por lo menos tres elementos básicos identificados en los antecedentes reseñados: (i) la coacción, que hace necesario el traslado, (ii) la permanencia dentro de las fronteras de la propia nación y (iii) la inminencia o efectiva ocurrencia de hechos que puedan propiciar desarraigo”.

Como consecuencia del desplazamiento forzado, se pone en evidencia las condiciones de vulnerabilidad, exclusión y marginalidad que tiene que afrontar la persona considerada como desplazado,

“… entendida la primera como aquella situación que sin ser elegida por el individuo, le impide acceder a aquellas garantías mínimas que le permiten la realización de sus derechos económicos, sociales y culturales y, en este orden, la adopción de un proyecto de vida; la segunda, como la ruptura de los vínculos que unen a una persona a su comunidad de origen; y, la tercera, como aquélla situación en la que se encuentra un individuo que hace parte de un nuevo escenario en el que no pertenece al grupo de beneficiarios directos de los intercambios regulares y del reconocimiento social”
.

Ahora bien, si definida está la situación de desplazado, la Sala encuentra necesario complementarla con los derechos que son amenazados y vulnerados cuando ocurre esta situación, lo que se precisó en el precedente jurisprudencial constitucional que declaró el estado de cosas inconstitucional mediante la sentencia T-025 de 2004 y se recoge en la sentencia T-967 de 2009 en los siguientes términos,

“La citada decisión, señaló como derechos amenazados y vulnerados por las situaciones de desplazamiento forzado, que claro está, no se trata de una lista exhaustiva, (i) el derecho a la vida en condiciones de dignidad; (ii) los derechos de los niños, de las mujeres cabeza de familia, los discapacitados y las personas de tercera edad y de otros grupos especialmente protegidos; (iii) el derecho a escoger su lugar de domicilio, en la medida en que para huir del riesgo que pesa sobre su vida e integridad personal, los desplazados se ven forzados a escapar de su sitio habitual de residencia y trabajo; (iv) los derechos al libre desarrollo de la personalidad, a la libertad de expresión y de asociación; (v) derechos económicos, sociales y culturales; (vi) implica una dispersión de las familias afectadas, lesionando así el derecho de sus miembros a la unidad familiar y a la protección integral de la familia; (vii) el derecho a la salud; (viii) el derecho a la integridad personal; (ix) el derecho a la seguridad personal; (x) la libertad de circulación por el territorio nacional y el derecho a permanecer en el sitio escogido para vivir; (xi) el derecho al trabajo y la libertad de escoger profesión u oficio, especialmente en el caso de los agricultores que se ven forzados a migrar a las ciudades; (xii) el derecho a una alimentación mínima; (xiii) el derecho a la educación, en particular el de los menores de edad que sufren un desplazamiento forzado y se han visto obligados, por ende, a interrumpir su proceso de formación; (xiv) el derecho a una vivienda digna; (xv) el derecho a la paz; (xvi) el derecho a la personalidad jurídica y (xvii) el derecho a la igualdad”
.

En cuanto al precedente de la Sala, se encuentra que “la condición de desplazado es una circunstancia anómala, ajena a la voluntad de la persona que crea una situación fáctica de calamidad, donde el individuo se ve despojado de sus propiedades, tenencia, arraigo, etc”
.

Así mismo, la Sala siguiendo el precedente de la Sección Quinta del Consejo de Estado, sostuvo en su momento que la situación de desplazado, “somete a situaciones afrentosas, lesivas de la dignidad humana, porque al ser desarraigados de su medio y obligados a abandonar su residencia y bienes materiales indispensables para proteger su vida y la de sus familias, se les vulneran sus derechos fundamentales a la vida, a la salud, a la libre circulación, etc”
.

De acuerdo con la base conceptual anterior, la Sala debe examinar la responsabilidad del Estado siempre que se demuestre o acredite la i) la coacción que se traduzca en la imperiosa necesidad del afectado (s) de desplazarse de su lugar habitual de residencia (o donde está la afincó); la existencia de cualquier tipo de amenaza o la concreción de la violación de los derechos fundamentales (ya sea en la vida, integridad física, seguridad y libertad personal); y la existencia de hechos determinantes como: “conflicto armado interno; disturbios y tensiones interiores; violencia generalizada, violaciones masivas de los Derechos Humanos; infracciones al Derecho Internacional Humanitario, “u otras circunstancias emanadas de las situaciones anteriores que puedan alterar o alteren drásticamente el orden público” 
.

La responsabilidad del Estado cuando se produce un desplazamiento forzado. Para el a quo, la responsabilidad de la entidad demandada debía analizarse bajo el régimen clásico de la falla en el servicio. Desde la perspectiva de la responsabilidad del Estado, el precedente de la Sala ha señalado,

“Esta Sección del Consejo de Estado ha reiterado en varios pronunciamientos que en casos -como el que ahora ocupa la atención de la Sala- en los cuales se endilga a la Administración una omisión derivada del presunto incumplimiento de las funciones u obligaciones legalmente a su cargo, el título de imputación aplicable es el de la falla del servicio”
.

Dicho encuadramiento lleva a plantear la falla del servicio a partir de la omisión determinante en la que se encuentran incursas las autoridades públicas “en el cumplimiento de las funciones que el ordenamiento jurídico le ha atribuido”, de tal manera que se hace necesario evaluar el contenido de las obligaciones fijadas por el ordenamiento jurídico a cada entidad u órgano de la administración pública llamado a cumplirlas y, el grado o nivel de cumplimiento para el caso específico
.

Sin duda, el presupuesto inicial está radicado en la omisión del Estado constituida por el incumplimiento o el cumplimiento defectuoso de las obligaciones constitucionales y legales en virtud de las cuales debe preservarse los derechos de toda persona a no ser desplazado, desarraigado y despojado de sus bienes como consecuencia del conflicto armado interno, o de violaciones sistemáticas de los derechos humanos o, del derecho internacional humanitario.

El reciente precedente de la Sala se plantea que la omisión del Estado como fundamento de la responsabilidad puede fundarse en la tesis de la posición de garante, con lo que se intenta superar la tesis de la falla del servicio, en la medida en “que cuando a la Administración Pública se le ha impuesto el deber jurídico de evitar un resultado dañoso, aquella asume la posición de garante en relación con la víctima, razón por la cual de llegarse a concretar el daño, éste resultará imputable a la Administración por el incumplimiento de dicho deber”
. En el mismo precedente se señaló que la posición de garante ya ha sido acogida en la jurisprudencia interamericana de derechos humanos, afirmándose,

“La atribución de responsabilidad al Estado por actos de particulares puede darse en casos en que el Estado incumple, por acción u omisión de sus agentes cuando se encuentren en posición de garantes, esas obligaciones erga omnes contenidas en los artículos (sic) 1.1 y 2 de la Convención. 

“La responsabilidad internacional de los Estados Partes es, en este sentido, objetiva o ‘absoluta’, teniendo presentes conjuntamente los dos deberes generales, estipulados en los artículos 1(1) y 2 de la Convención Americana.”

Se trata de afirmar la responsabilidad del Estado pese a que los hechos son causados por terceros, en la medida en que a la administración pública le es imputable al tener una “posición de garante institucional”, del que derivan los deberes jurídicos de protección consistentes en la precaución y prevención de los riesgos en los que se vean comprometidos los derechos humanos de los ciudadanos que se encuentran bajo su cuidado, tal como se consagra en el artículo 2 de la Carta Política. Luego, sustancial para endilgar la responsabilidad es que se deduzca a quién competía el deber de evitar las amenazas y riesgos para los derechos humanos de las personas afectadas. De acuerdo con la doctrina,

“La otra fuente de la posición de garantía tiene lugar cuando el sujeto pertenece a una institución que lo obliga a prestar ciertos deberes de protección a personas que se encuentran dentro de su ámbito de responsabilidad. La característica de esta fuente, es que la posición de garante surge aunque el sujeto no haya creado los riesgos para los bienes jurídicos. Por ejemplo: la fuerza pública tiene dentro de su ámbito de responsabilidad la protección de la vida de los ciudadanos, y, si un miembro de ella que tiene dentro de su ámbito específico la salvaguarda de la población civil no evita la producción de hechos lesivos por parte de terceros, la vulneración de los derechos humanos realizados por un grupo al margen de la ley le son imputables. Al serles atribuidos al servidor público por omisión de sus deberes de garante, surge inmediatamente la responsabilidad internacional del Estado. Debemos anotar, que la posición de garante institucional no sólo genera deberes de protección frente a peligros originados en terceros (seres humanos), sino también con respecto a fuerzas de la naturaleza”
.
Sin embargo, en la misma doctrina se propone establecer “estructuras de imputación” de la responsabilidad del Estado cuando son “actores no-estatales” o terceros los que perpetran, o llevan a cabo acciones que producen el desplazamiento forzado:

“… i) cuando el Estado omite la adopción de medidas razonables para prevenir la violación de los Derechos Humanos; ii) cuando el actor está actuando bajo la dirección, siguiendo instrucciones o con control de un Estado13; iii) cuando el actor ejercita elementos de autoridad gubernamental ante la ausencia de autoridades oficiales14; iv) cuando la conducta del actor es adoptada de manera subsecuente por el Estado15; v) cuando la conducta del actor es la de un movimiento alzado en armas que tras triunfar militarmente se convierte en el nuevo gobierno de un Estado16, vi) cuando hay delegación de funciones estales al actor no estatal, o vii) cuando el Estado crea una situación objetiva de riesgo y luego no despliega los deberes de salvamento que le son exigibles (pensamiento de la injerencia)”
.
De acuerdo con la doctrina y el precedente jurisprudencial interamericano de Derechos Humanos, no puede construirse una cláusula general de responsabilidad en cabeza del Estado cuando se produce todo tipo de violaciones a los derechos humanos en su territorio, por lo tanto,

“… tratándose de hechos de terceros que no han actuado en connivencia con la fuerza pública, y, en los cuáles no hay un hecho imputable a un agente estatal, la jurisprudencia internacional estructura la responsabilidad sobre la base de que se reúnan dos elementos: i) que el Estado incumpla con los deberes de diligencia que le son exigibles en la evitación de graves violaciones a los derechos humanos, y ii) que se trate de riesgos inminentes y cognoscibles. Es decir, que en esta estructura el fundamento de la responsabilidad no es objetivo y está basado en la ausencia de una prevención razonable a las graves violaciones a los derechos humanos. Por ende, si se presenta la violación a pesar de que el Estado ha adoptado medidas adecuadas, orientadas a impedir la vulneración, el hecho no le es imputable al Estado”
.
En su momento, la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso “Velásquez Rodríguez”, estableció que la aplicación del estándar de diligencia llevó a constatar que el “Estado permitió que el acto se realizara sin tomar las medidas para prevenirlo”. Esto permite reconducir el régimen de responsabilidad del Estado hacia la inactividad como presupuesto sustancial, sustentado en la existencia de obligaciones positivas de prevención y protección, con las que se busca afirmar el concepto de “capacidad de actuar” del Estado ante la violación, amenaza o lesión de los derechos humanos, incumpliéndose de modo “omisivo puro” el deber de poner fin o impedir hechos o actos ajenos a su actuación que pueden provocar situaciones que como el desplazamiento forzado afecta los derechos de las personas.

Luego, no puede ofrecerse como única vía la aplicación de la posición de garante ya que cuando dicha violación se produce como consecuencia de la acción de “actores-no estatales”, se exige determinar que la situación fáctica existió y que respecto a ella se concretaron tres elementos: “i) los instrumentos de prevención utilizados; ii) la calidad de la respuesta y iii) la reacción del Estado ante tal conducta”
, que en términos del Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas se entiende como el estándar de diligencia exigible al Estado
.

En este contexto, la Sala entra a estudiar los hechos probados en relación con el desplazamiento, para valorar y analizar el caso concreto.

6. Lo probado en el expediente.

Con fundamento en el acervo probatorio que obra en el expediente, la Sala   encuentra acreditados los siguientes hechos:

a. Copia auténtica del Registro Civil de Nacimiento de Luis Alejandro Sánchez Valderrama Nº 30641590 – Fl. 4 del C.1. 

b. Copia auténtica del Registro Civil de Nacimiento de Octavio Sánchez Valbuena Nº 2126476 – Fl. 5 del C.Ppal. 

c. Copia auténtica del Registro Civil de Nacimiento de Yamilet Valderrama Sierra Nº 13859195 – Fl. 6 del C.1. 

d. Fue aportada con la demanda certificación expedida por el Fiscal 53 Local de la Unidad Especializada en Delitos Contra el Patrimonio Económico de Cali, en al cual consta que se adelantó una investigación en contra del señor Miguel de Jesús Toro Cortez, de conformidad con la denuncia instaurada por el hoy demandante en su contra – Fl. 9 del C.1. 

e. Certificación suscrita por el Presidente de la Asociación Comunal de Juntas de Buga, Valle, en la cual consta que el hoy actor fue afiliado a la Junta Comunal del Corregimiento de Buga, en el período 2008 – 2012 – Fl. 11 del C.1. 

f. Fue aportada con la demanda copia simple del contrato de arrendamiento de bien inmueble ubicado en la ciudad de Armenia, suscrito entre la señora Diana Marcela Sánchez y el señor Octavio Sánchez Valbuena, el 20 de septiembre de 2008. – Fls. 12 – 15 del C.1. 

g. Certificación laboral expedida por la Directora de Talento Humano de la empresa Aguas de Buga S.A. E.S.P., en la cual consta que el señor Sánchez Valbuena laboró en dicha entidad entre el 5 de febrero de 2008 hasta el 4 de noviembre del mismo año, en el cargo de Guardabosques, con una asiganción mensual de $699.999 – Fl. 16 del C.1. y repetida en Fl. 168 del C.1. 

h. Copias simples de recortes de prensa relacionados con los hechos objeto del proceso. – Fl. 17 – 18 del c.1. 

i. Fue aportada con la demanda copia simple del informe realizado por la Procuraduría 66 Judicial II de Cali, del 11 de septiembre de 2008 – Fl. 19 – 23 del c.1. – en el cual se lee: 

j. Informe investigador de campo del 19 de noviembre de 2008 – Fl. 24 – 39 del c.1. – realizado por la Unidad Investigativa de la Fiscalía General de Nación, en el cual se transcribe el contenido del casette TDK A90 serie No. ZVMK423. 
k. Informe ejecutivo No. 760016000195200801053, suscrito por el Director de la U.R.I. de Siloé, en Cali, Valle, el 12 de agosto de 2008 – Fls. 40 – 42 del c.1. 

l. Certificado de Existencia y Representación Legal de la Fundacion Ecológica “El Placer de Fundar” – Fl. 43 – 44 del C.1. 

m. Fueron aportadas 30 fotografías con la demanda – Fl. 45 – 49 del c.1. 

n. “CERTIFICACION SECTORIAL AGRO – AMBIENTAL MUNICIPAL” suscrita por la Secretaria de Agricultura y Formento Municipal de Guadalajara de Buga, del 20 de marzo de 2009 – Fl. 51 del c.1. 

o. Relación de bienes muebles e inmuebles y fotografías anexas – Fls. 52 – 56 del C.1. 

p. Facturas de “Recuperación de procesos erosivos” y “Trinchos forestales” – Fls. 57 – 60 del C.1. 

q. “Evaluación Municipal de Costos de Producción por Hectárea” del Departamento del Valle del Cauca – Fls. 61 – 84 del C.1. 

r. Copia auténtica del “contrato de promesa de compraventa de un lote de terreno y mejoras”, expedida por la Notaría Primera del Círculo de Buga, Valle, suscrito entre los señores Luis Alfredo Pinto Chaparro y Octavio Sánchez Valbuena, suscrito el 4 de abril del 2003 – Fls. 85 – 86 del C.1. 

s. Copia auténtica del “CONTRATO DE PROMESA DE COMPRAVENTA DE UN BIEN INMUEBLE RURAL”, proferida por la Notaría Primera del Buga, Valle, suscrito entre la señora Angela María Cabal y el señor Octavio Sánchez Valbuena, el 14 de mayo de 2004 – Fls. 87 – 88 del c.1. 

t. “Certificado de Tradición y Libertad de Matrícula Inmobiliaria” Nº 373-17335, impreso el 25 de octubre de 2010 – Fls. 90 – 92 del C.1. 

u. “Certificación Sectorial Municipal” suscrita por el Profesional Universitario de la Secretaría de Agricultura y Fomento Municipal de la Alcadía de Guadalajara de Buga, Valle – Fl. 93 del c.1. 

v. Constancia suscrita por la Procuradora 66 Judicial II en lo Penal, el 16 de septiembre de 2008 -  Fl. 94 del C.1. – 
w. Copia simple de la petición realizada por el Presidente de  Fundaep, radicada el 19 de septiembre de 2008 ante el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, y sus anexos – Fl. 96 – 105 del c.1. 

x. Constancia proferida por la Jefatura de Desarrollo Humano – Dirección de Personal del Ejército Nacional, del 27 de noviembre del 2008, en el que se da cuenta que  Ricardo Adolfo Valbuena Briñez, tuvo la condición de soldado conscripto entre 26 de octubre de 2004 y  el 16 de agosto de 2007 – Fl. 106 del C.1. 

y. Certificación proferida por el Representante Legal de la Fundación Ecológica El Placer, en donde hace constar que el hoy actor fue miembro activo de ésta desde el 24 de noviembre del 2007, suscrita el 22 de marzo de 2009 – Fl. 107 del C.1. 

z. Escrito de acusación del 27 de noviembre de 2008 en contra del señor Miguel de Jesús Toro Cortéz – Fls. 111 – 115 del C.1. 

aa. Solicitud realizada por el Procurador 63 Judicial II Penal de Santiago de Cali, el 9 de diciembre de 2008, dirigida a la Procuradora Delegada para el Ministerio Público – Fls. 116 – 117 del C.1. – en la cual se lee: 

“[…] Respetuosamente en la radicación de la referencia, me permito solicitarle a su señoría, la CONSTITUCIÓN DE UNA AGENCIA ESPECIAL, toda vez que la familia integrada por los señores ORLANDO SIMÓN, OCTAVIO Y JHON JAIRO SÁNCHEZ VALBUENA (Vereda Florida – Corregimiento de Frísoles – Municipio de Guadalajara de Buga) se ha visto vulnerada en sus derechos fundamentales (vida, autonomía personal y patrimonio), donde según el colectivo de abogados integrado por los Doctores JORGE DANILO GUARÍN OBANDO y ALEXANDER MONTAÑA NARVÁEZ, se encuentran involucrados miembros de grupos al margen de la ley (Autodefensas Unidas de Colombia) en contubernio con agentes del estado (Ejército Nacional – Batallón Palacé). 

Esta Procuraduría Judicial procedió a ubicar la actuación y pudo comunicarse con el señor Fiscal Local 53 de Cali quien adveró que ordenó remitir copias de la actuación a la Unidad de Fiscalías Especializada de Guadalajara de Buga (Valle del Cauca), para que se investigara el presunto DESPLAZAMIENTO FORZADO (Art. 180). En La Fiscalía Local 53 de Santiago de Cali continúa la actuación por el comportamiento de Extorsión (Art. 244). 

Dada la entidad de los eventos crimonosos puestos en marcha, y según la petición de los abogados en colaboración con agentes del estado colombiano, es que, honorable Procuradora Delegada, coloco a su consideración la posibilidad de constitución de agencia especial en la actuación que por DESPLAZAMIENTO FORZADO y conexos cursa en la ciudad de Guadalajara de Buga (Valle del Cauca).”

ab. Entrevista Nº FPJ-14 del 9 de septiembre de 2008, realizada por el señor Ovidio Sánchez Valbuena, en el Hospital Universitario del Valle. Fl. 118 – 119 del C.1. 
ac. Copia simple de la declaración extraprocesal rendida por el señor Rafael Arcángel Ramírez Giraldo, del 3 de abril del 2009 – Fl. 120 del C.1. 

ad. Copia simple del escrito allegado al Concejo Municipal de Guadalajara de Buga el 6 de noviembre de 2008 y dirigido al “Concejal de la Montaña” – Fl. 121 del C.1. – y suscrito por la Docente de la Mesa Rioloro, en el cual se lee: 

“[…] La profesora del corregimiento la mesa Rioloro le informa a usted como cencejal de esta ciudad el problema escolar que el ejército nos quitó en el corregimiento de la Ramada con el pretexto que pertenecía a la guerrilla de las Farc, insultando y tratando de esta manera a mas de 35 alumnos de esta escuela y violando un derecho fundamental de la niñez contemplada en la constitución colombiana como un derecho inviolable. 

El responsable de este atropello constitucional es la brigada móvil #20 perteneciente al batallón de contraguerrilla #119 al mando del sargento López.”

ae. Documentos relacionados con la captura del señor Miguel de Jesús Toro Cortés y la correspondiente cadena de custodia –Fls. 125 – 129 del C.1. 

af. Testimonio rendido por la señora Doris Millan Rodríguez, Procuradora Judicial II en Asuntos Penales, el 28 de mayo de 2012 – Fls. 286 – 288 del C.1. – 
ag. Testimonio rendido por el señor Fernando José Gutierrez Estrada rendido el 28 de mayo de 2012 – Fls. 289 – 292 del C.1. – 
ah. Fue aportado con la demanda un CD denominado “Audiencia extorsión Octavio Sánchez ORIGINAL”. Fl. 1 – C.1. 

ai. Acta de la diligencia de testimonio rendida por el señor Rafael Arcangel Ramírez Giraldo – fls. 23 – 24 del C.3. 
aj. Obra en el expediente el acta de la diligencia de testimonio rendida por la señora Martha Liliana Cobo Valens – fls. 24 anverso y 25 del C.3. – y la declaración rendida por el señor Norbey Mejía Giraldo – fls. 25 – 26 del C.3. 
ak. Obra en el expediente el testimonio del señor Carlos Erlid González Cortes – Fls. 27 – 28 del C.3. – 
al. Obra en el expediente copia simple de diferentes actas del Concejo Municipal de Guadalajara de Buga, a saber, acta Nº 17 del 10 de noviembre de 2008 – Fls. 3 – 38 del C.2.; Acta Nº 74 del 13 de noviembre de 2008 – Fls. 38 – 75 del C.2. 

am. Fue aportado al proceso, mediante oficio Nº 1247 del 3 de agosto de 2012, remitido por el Juzgado Quinto Penal con Función de Conocimiento de Cali, Valle, un CD con una carpeta que contiene las copias del proceso con radicación Nº 7600016000000200800288 – fl. 78 del C.2. 

an. Boleta de libertad del señor Miguel de Jesús Toro Cortés, del 24 de diciembre de 2009 – fl. 78 del C.2. 

ao. Acta de audiencia del 23 de diciembre de 2009 del señor Miguel de Jesús Toro Cortés – Fl. 82 del c.2. 

ap. Copia simple de la sentencia Nº 63 del 8 de junio de 2010, en la cual se resolvió absolver al señor Miguel de Jesús Toro Cortés – Fl. 95 – 118 del C.2. 

aq. Copia auténtica de la sentencia del 7 de septiembre de 2010, proferida pr el Juzgado Séptimo Penal Muncipal de Cali con Funciones de Conocimiento, mediante la cual se condenó al señor Ricardo Adolfo Valbuena Briñez por el delito de extorsión agravada en grado de tentativa – Fl. 266 – 273 del C.3. 

ar. Acta de audiencia de legalización de captura del señor Miguel de Jesús Toro Cortés y otros,  del 13 de septiembre del 2008 – Fl. 344 del C.2.

as. Oficio Nº 2349 del 12 de septiembre de 2012, suscrito por el Procurador Provincial de Guadalajara de Buga, Valle. – fl. 406 del C.2.  – en la cual se lee: 
at. Oficio del 10 de agosto de 2012, suscrito por el Gerente de RCN Radio – Cali, en el cual se afirmó que en relación con la solicitud elevada de información sobre las noticias relacionadas con los campesinos de los municipios de Tulúa y Buga en el segundo semestre del año 2008, no se encuentran en sus archivos documento alguno, toda vez que la norma que regula la materia obliga a los prestadores de los servicios de readiodifusión a conservar la información durante 30 días. 

7. Análisis del caso concreto.

Procede la Sala a resolver el problema jurídico planteado. 

Empieza la Sala por advertir que la existencia del alegado desplazamiento  fue admitida por el Tribunal de primera instancia y este aspecto del fallo no fue impugnado por ninguna de las partes. Así las cosas se omitirá cualquier consideración al respecto. En consecuencia esta providencia se centrará en indagar sobre el siguiente problema jurídico.
¿Es imputable en el caso concreto la situación de desplazamiento forzado de los demandantes OCTAVIO SÁNCHEZ VALBUENA Y YAMILET VALDERRAMA SIERRA, a las entidades demandadas?

Para responder a este interrogante es importante verificar si se encuentra acreditado que el desplazamiento al que fueron sometidos los demandantes, tuvo como causal la omisión de un deber normativo por parte de  las entidades demandadas o de alguna de ellas, que pueda constituir una falla en el servicio. En caso que ésta no resulte demostrada, procederá la Sala a verificar si en el sub judice resulta aplicable como criterio de atribución de responsabilidad el denominado daño especial.

La falla en el servicio en el caso concreto.

A efectos de constatar o descartar este criterio de atribución, la Sala procede a verificar si existen pruebas que el desplazamiento se debió a actos ejecutados por miembros de algunas de las entidades, o si tratándose de amenazas provenientes de terceros, las entidades omitieron el deber de protección de los demandantes o su posición de garante respecto de los mismos; bien sea por que tuvieron conocimiento de los hechos y omitieron medidas razonables de prevención, o por que el Estado creó una situación objetiva de riesgo y no desplegó los deberes de salvamento exigibles.

En este propósito se procederá a analizar, de conformidad con lo esgrimido en la demanda en el acápite de “Fundamentos Jurídicos”, lo alegado en contra de cada una de las entidades demandadas. Así, se observa que en relación con la Nación – Ministerio de Defensa – Ejército Nacional, el apoderado de la parte actora  le indilgó dos fallas concretamente, la primera, que quienes realizaron el atentado en contra del señor Simón Orlando Sánchez Valbuena portaban uniformes e insignias del Ejército Nacional; y la segunda, que quienes realizaron las llamadas extorsivas se identificaron como personas que trabajaban con la fuerza pública. 

Sobre la Nación – Ministerio del Interior argumentó, el apoderado de la parte actora, que incumplió con su obligación de garantizar los derechos y libertades de los habitantes del territorio colombiano. Y finalmente, en relación con el Departamento Administrativo de la Presidencia de la República, sostuvo que, al ser el Presidente el Jefe de las Fuerza Militares, omitió por un lado, su función de vigilancia y control, y por otro, dictar las órdenes correspondientes a la Fuerza Pública. 

A propósito de las dos últimas entidades, la Sala encuentra que no existe razón ninguna que las legitime para estar demandadas en este proceso. En relación con el Ministerio del Interior, no basta afirmar que está en la obligación  de garantizar  los derechos y libertades dentro del territorio, de manera general y abstracta, para tener por demostrada una responsabilidad; y respecto de este Ministerio no obra prueba alguna. 

En cuanto atañe con la presidencia de la República, tampoco es de recibo que se le adjudique responsabilidad alguna en los hechos, únicamente con el argumento que el presidente de la República es el Comandante de las Fuerzas Militares, pues esto iría en contravía de lo que se explicó anteriormente en el sentido que la posición de garante, no es abstracta, ni puede constituirse a partir de ésta, una cláusula general de responsabilidad del Estado; por el contrario, en cada caso se deben endilgar hechos específicos a cada entidad, y los hechos de los que da cuenta la demanda que dio lugar a este proceso, en nada involucran a estas dos instituciones públicas.

Así las cosas, se declarará la falta de legitimación en la causa por pasiva del Ministerio del Interior y del Departamento Administrativo de la Presidencia del República. En consecuencia la Sala se concentrará en verificar si los hechos en que se sustenta las pretensiones que se esgrimen contra el Ministerio de Defensa- Ejército Nacional se encuentran probados, esto es,  si se acreditó que quienes realizaron las llamadas extorsivas se identificaron como personas que trabajaban con la fuerza Pública.

Al respecto la Sala encuentra que están probadas las amenazas mediante el Informe investigador de campo del 19 de noviembre de 2008 – Fl. 24 – 39 del c.1. – realizado por la Unidad Investigativa de la Fiscalía General de Nación, en el cual se transcribe el contenido del casette TDK A90 serie No. ZVMK423., que contenía la grabación de las llamadas telefónicas en que se concretaron dichas amenazas. En este documento se lee: 

“[…] VH: LA VUELTA SE LA MANDARON A USTED Y (SIC) SU HERMANO, HERMANO LOS PROBLEMAS QUE USTEDES TUVIERON SE LOS DIGO POR QUE LOS PROBLEMAS LOS SABE EL CUCHO YO LE SACO LA INFORMACI¿N (SIC) AL CUCHO POR QUE FUE EL BONCHE, LOS PROBLEMAS SON LOS QUE USTED Y SU HERMANO TUVIERON HERMANO Y EL CUCHO LOS VA MANDAR A PELAR EL CUCHO ES CONOCIDO DE USTEDES ASI QUE NO VAYAN A DECIR QUIEN ES HERMANO SI NO COMO ME DA TODA LA PLATA HERMANO YO SE LOS ENTREGO DE UNA VEZ MUERTITO UNA VEZ AH¿(SIC) ENTONCES ME DA EL RESTO HERMANO ¿ O SI PUES USTED VERA HERMANO USTED SABE CUANTO ME ESTA DANDO PARA HACER LA VUELTA Y TODO HERMANO PUES ME TOCAR¿IA VIEJO POR QUE ES EL TRABAJO MI¿(SIC) HERMANO. […] 

VH: HERMANO CAMBIE ESO COMO LE DIGO HERMANO YO MANDO AL PELAOAHORITICA MISMO A RECOGER ESO Y YO LE HAGO LA VUELTA Y DESPU¿S(SIC) LE EXPLICO SI QUIERE DESPU¿S(SIC) NOS REUNIMOS Y QUIENES FUERON Y POR QUE TODO HERMANO YO TAMPOCO SOY AS¿(SIC) DE CHIMBO PA¿(SIC) PONERME A ABRIR HERMANO USTED SABE QUE A SU HERMANO LE PEGARON DOS TIROS HERMANO LA INTENCI¿N(SIC) NO ERA MATARLO NI DARLE PLOMO SI NO (SIC) QUE A SU HERMANO LO IBAN COGER PARA EXPLICARLE HERMANO Y SU HERMANO SE ABRI¿(SIC) A CORRER O SI NO PREGUNTELE A ¿L(SIC) COMO FUE LA CUELTA A ¿L(SIC) LO IBAN A COGER PA¿(SIC) LLEV¿RSELO(SIC) PA¿(SIC) HABLAR CON ¿L(SIC) PA¿(SIC) EXPLICARLE COMO ERAN LAS MARICADAS Y EL SE PUSO DE S¿PER(SIC) SAYAYIN Y ENTONCES SE LE QUISO TIRAR A LA GENTE SE ABRI¿(SIC) A CORRER, ENTONCES POR ESO LE DIERON PERO LA INTECI¿N NO ERA MATARLO HERMANO O SI NO PREG¿NTELE(SIC) A ¿L(SIC) COMO ERAN LAS MARICADAS A EL SE LE DIJO LO VAMOS A LLEVAR AH¿(SIC) VA (SIC) HABLAR CON UN MEN Y EL MAN SE LES ABRI¿(SIC) HERMANO A NO ES AS¿(SIC) […] 

VH: AY VIEJITO NO NO NO P¿NGALE(SIC) CUIDADO HERMANO MA¿ANA(SIC) NO VOY¿(SIC) CON EL DOLOR DEL ALMA HERMANO NOS OLVIDAMOS DE TODA ESTA MARICADA ENTONCES YO MA¿ANANA(SIC) LO LLAMO A LAS DOCE DEL D¿A(SIC) HERMANO PARA QUE ME SOLUCIONE ALGO O SI CON EL DOLOR DEL ALMA HERMANO AY ESTAREMOS DURITA VIEJO ENTONCES YO MAÑANA LO LLAMO VIEJITO PARA QUE ME TENGA SOLUCIONADO ESE PROBLEMITA. […] 

VH: ENTONCES VIEJITO YO NO ME VOY A COMPLICAR MAS ESTO YO LE LIMPIO TODO ESO DE UNA VEZ MIJO. 

VH: SABE QUE ME DIJO QUE ELLOS TEN¿AN(SIC) RESPALDO DEL EJ¿ERCITO(SIC) Y TODA LA COSA

VH: VH: YO NO HERMANO YO TRABAJO A PARTE TRABAJO CON GENTE ESO SI NO YO NO ME PONGO A METERME CON LA FUERZA PUBLICA ESO SI NO YO CON ESA GENTE NO GUEVONEO VIEJO AY (SIC) USTED VERA. […] 

VH: HERMANO PUES USTED PUEDE ANDAR POR DONDE QUIERA DESPU¿S(SIC) YO NO SE HERMANO YO LE DOY GARANT¿A(SIC) QUE SI LLEGA A UNA NEGOCIACI¿N(SIC) CONMIGO HERMANO YO A USTED LO DEJO EN PAZ ES QUE INCLUSIVE QUE A USTED LO IBAN A CASCAR EL D¿A(SIC) QUE USTED SUBI¿(SIC) EN LA MOTOQUE LA DEJO EN FILO DEL VIEJO ARCANGEL HERMANO Y YO LE DIJE A LOS PELAOS NO LO VAYAN A CASCAR LOS CHINO(SIC) LO DEJARON HERMANO USTED ESTABA HACIENDO UNA LLAMADA YO NO SE A QUIEN PERO ENTONCES HERMANO LO ¿BAMOS(SIC) A COGER PARA EXPLICARLE LAS MARICADAS SU HERMANO NO NOS DEJO PREG¿NTELE(SIC) A SU HERMANO IVERES(SIC) QUE NOSOTROS NO LO ¿BAMOS A MATAR EN NING?N(SIC) MOMENTO NOSOTROS SIEMPRE LE DIJIMOS NO LO VAMOS A MATAR Y SU HERMANO SE LE TIRO A LA GENTE ENCIMA ENTONCES MIRE A VER HERMANO QUE VA (SIC) HACER O SI NO D¿GAME DE UNA VEZ HERMANO D¿GAME(SIC) DE UNA VEZ HERMANO MANDO AL CHINO A RECOGER ESA PLARA O (SIC) OLV¿DESE(SIC) DE MI. […]”

Además, en este mismo sentido obra en el expediente el  informe realizado por la Procuraduría 66 Judicial II de Cali, del 11 de septiembre de 2008 – Fl. 19 – 23 del c.1. – en el cual se consginó: 

“[…] Se tiene información que el pasado lunes ocho de septiembre del año que calenda, aproximadamente a eso de las cuatro de la tarde, se acercó hasta las instalaciones de la portería del centro hospitalario una persona de sexo masculino, quien vestía prendas de civil, quien se le identificó como efectivo del Ejercito(sic) Nacional de nombre AVILA LEITON ABRAHAM de grado cabo segundo, a esta persona no se le permitió el ingreso por parte de los guardas de seguridad al Hospital y se logró que el precitado dejara una fotocopia donde se observa la cedula(sic) de ciudadanía No. 16.927.552 y cedula (sic) militar ambos documentos a nombre de ABRAHAM AVILA LEITON. Este sujeto venia(sic) preguntando por el herido y como por razones de seguridad se le había cambiado el nombre por el de ANTONIO VALBUENA, el sujeto logro (sic) ingresar al lugar pero no a la habitación del herido, actividad desarrollada por parte de la seguridad del Hospital. 

El día martes nueve de septiembre hogaño, se tiene información que a eso de las siete de la noche se hizo una llamada a personal del hospital Universitario donde la voz de un hombre quien dijo pertenecer a la Fiscalia(sic), sin mas(sic) datos y quien preguntaba sobre el estado actual del ofendido; señala la persona que recibió la llamada que no suministraron información alguna lo que al parecer motivó indignación por parte de quien hizo la llamada, situación que llama la atención, siendo que cuando se realizaba la llamada telefónica se encontraban en ese momento agentes del C.T.I. de Cali entrevistando al lesionado y a familiares en la habitación donde tes(sic) recluido el mismo. 

En aras de la seguridad de la victima(sic), se tramitó con la intervención de esta agencia del Ministerio Publico(sic) y los investigadores del C.T.I., la designación de un agente de la Policía Nacional para que se preste vigilancia las 24 horas del día en la habitación que se encuentra el lesionado; en vista de que ha sido recurrente la intervención de terceros averiguando por este caso, se solicitó la presencia de un agente mas(sic) para que refuerce la seguridad, petición realizada por la Fiscalia(sic) 54 que conoce el caso y coadyuva por este(sic) delegada. […]

La grave situación presentada ha obligado al desplazamiento de la familia Sánchez Valbuena, quienes son propietarios de varias fincas en la zona donde ocurrieron los hechos y quienes por medidas de seguridad no pueden regresar, generando un problema de tipo social y familiar para ellos. 

En igual sentido al hermano de la víctima OCTAVIO SANCHEZ VALBUENA, lo han llamado varios sujetos para extorsionarlo, manifestando que si les da una gruesa suma de dinero, lograran entregarles a los autores del hecho, caso que esta(sic) trabajando el grupo Gaula. 

Considerando que nos encontramos frente a unos hechos graves y que se han violado los derecho humanos al atentar contra la vida de ORLANDO SIMON SANCHEZ VALBUENA, considero que es viable seguir solicitando la protección de su vida y la de su familia, como garantes constitucionales y defensores de los DERECHOS HUMANOS. […]”

También se encuentra la constancia suscrita por la Procuradora 66 Judicial II en lo Penal, el 16 de septiembre de 2008 -  Fl. 94 del C.1. – en la cual se lee: 

“[…] QUE A ESTE MINISTERIO PÚBLICO EL PASADO SEIS DE SEPTIEMBRE DE 2008 LE FUERON ASIGANDAS LAS GESTIONES ENCAMINADAS A PROTEGER LOS DERECHOS DE LA VÍCTIMA SEÑOR ORLANDO SIMON SANCHEZ VALBUENA, QUIEN FUERA OBJETO DE UN ATENTADO CONTRA SU VIDA AL PARECER POR MIEMBROS DEL EJERCITO NACIONAL, INVESTIGACIÓN TRAMITADA POR LA FISCALIA GENERAL DE LA NACIONBAJO PARTIDA DE SPOA No. 76 001 60 00193 2008 06242.

IGUALMENTE, SE TIENE CONOCIMIENTO QUE EL HERMANO DE LA VICTIMA SEÑOR OCTAVIO SANCHEZ VALBUENA IDENTIFICADO CON LA C.C. No. 6.194.092 EXPEDIDA EN BUGA, FUE OBJETO DE UNA EXTORSIÓN DONDE SE LE EXIGIÓ UN(SIC) GRUESA SUMA DE DINERO PARA SUMINISTRAR EL NOMBRE DE LOS AUTORES DE LA CONDUCTA PUNIBLE DONDE FUERA VICTIMA ORLANDO SIMON SANCHEZ VALBUENA Y POR ESTA ÚLTIMA EXISTEN DOS PERSONAS PRIVADAS DE SU LIBERTAD. POR LO ANTERIORES MOTIVOS LA FAMILIA SANCHEZ VALBUENA SE HA VISTO OBLIGADA A DESPLAZARCE (sic) EN ARAS DE PROTEGER SU VIDA E INTEGRIDAD FISICA, CONTANDO PARA EL MOMENTO CON ACOMPAÑAMIENTO DE LA ONU, Y LA OFICINA DEL GESTOR DEL (SIC) PAZ DEL VALLE DEL CAUCA. […]”

Aparece en el plenario  la solicitud realizada por el Procurador 63 Judicial II Penal de Santiago de Cali, el 9 de diciembre de 2008, dirigida a la Procuradora Delegada para el Ministerio Público – Fls. 116 – 117 del C.1. – en la cual se lee: 

“[…] Respetuosamente en la radicación de la referencia, me permito solicitarle a su señoría, la CONSTITUCIÓN DE UNA AGENCIA ESPECIAL, toda vez que la familia integrada por los señores ORLANDO SIMÓN, OCTAVIO Y JHON JAIRO SÁNCHEZ VALBUENA (Vereda Florida – Corregimiento de Frísoles – Municipio de Guadalajara de Buga) se ha visto vulnerada en sus derechos fundamentales (vida, autonomía personal y patrimonio), donde según el colectivo de abogados integrado por los Doctores JORGE DANILO GUARÍN OBANDO y ALEXANDER MONTAÑA NARVÁEZ, se encuentran involucrados miembros de grupos al margen de la ley (Autodefensas Unidas de Colombia) en contubernio con agentes del estado (Ejército Nacional – Batallón Palacé). 

Esta Procuraduría Judicial procedió a ubicar la actuación y pudo comunicarse con el señor Fiscal Local 53 de Cali quien adveró que ordenó remitir copias de la actuación a la Unidad de Fiscalías Especializada de Guadalajara de Buga (Valle del Cauca), para que se investigara el presunto DESPLAZAMIENTO FORZADO (Art. 180). En La Fiscalía Local 53 de Santiago de Cali continúa la actuación por el comportamiento de Extorsión (Art. 244). 

Dada la entidad de los eventos crimonosos puestos en marcha, y según la petición de los abogados en colaboración con agentes del estado colombiano, es que, honorable Procuradora Delegada, coloco a su consideración la posibilidad de constitución de agencia especial en la actuación que por DESPLAZAMIENTO FORZADO y conexos cursa en la ciudad de Guadalajara de Buga (Valle del Cauca).”

Obra el testimonio rendido por la señora Doris Millan Rodríguez, Procuradora Judicial II en Asuntos Penales, el 28 de mayo de 2012 – Fls. 286 – 288 del C.1. – en el cual se lee: 

“[…] A raíz de la comisión que tenía tuve la oportunidad de conocer no solo a la victima(sic) sino a sus familiares, entre ellos al señor OCTAVIO SANCHEZ VALBUENA y a su esposa YAMILETH VALDERRAMA, personas que como su hermano ORLANDO SIMON tenían propiedades en la zona alta, ganado y parece que algunos cultivos. Una vez iniciamos las diligencias de ORLANDO SIMON SANCHEZ tuve conocimiento directo de que a OCTAVIO SANCHEZ se le realizaron varias llamadas intimidatorias donde se le amenazaba y las cuales fueron puestas en conocimiento de la autoridad respectiva. También que después del atentado a su hermano ORLANDO SIMON, la familia SANCHEZ VALDERRAMA compuesta por OCTAVIO, YAMILETH y el hijo de los dos, no pudieron regresar al sitio donde no solo vivían sino que tenían sus negocios productivos, debiendo desplazarse involuntariamente de esta zona en aras de salvaguardar su vida. Respecto (sic) estos hechos también tengo conocimiento que han instaurado una denuncia puesto que OCTAVIO SANCHEZ VALVUENA(sic) era un reconocido líder comunitario que desarrollaba labores sociales en el sector. Posteriormente tuve la oportunidad de dialogar con el señor OCTAVIO SANCHEZ quien me manifestó que a raíz de este problema con su hermano habían tenían(sic) unas perdidas(sic) económicas muy grandes porque se habían visto en la necesidad de abandonar las tierras y eso había afectado no solo su economía sino su entorno familiar. […] si mal no recuerdo le toco quedarse donde una hermana en la ciudad de Buga con su esposa e hijo y también donde otros familiares, porque estaba de por medio la intimidación telefónicamente que venía recibiendo y el atentado a su hermano, quien a su vez también había dejado abandonado sus pertenencias y propiedades. […]”

Testimonio rendido por el señor Fernando José Gutierrez Estrada rendido el 28 de mayo de 2012 – Fls. 289 – 292 del C.1. – en el cual se lee: 

“[…] me consta que a mediados del año 2009 como funcionario de la Secretaria de Agricultura de Buga tuve conocimiento de unos inconvenientes de un problema que tuvo con un líder campesino de la zona rural alta de Buga, OCTAVIO SANCHEZ VALBUENA, a parte de eso es usuario de los servicios de la Secretaría de Agricultura, miembro del Consejo de Desarrollo Rural “CMDR”, lo que le genero(sic) a él y a su familia un desplazamiento forzado de su región y por ende abandono de sus cultivos agropecuarios y su actividad ganadera. […] al ser(sic) OCTAVIO  usuario de nuestro servicio de asistencia técnica ordenada por la Ley 607 de 2000 me acuerdo y reposan en los archivos de la secretaria(sic) que se le estaba haciendo una asesoría a un hato ganadero de raza normando y criollo de un total de 70 cabezas para producción de leche y carne, además de unos cultivos agrícolas de dos hectáreas de papa, dos hectáreas de maíz, dos hectáreas de frijol y una hectárea de habichuela y una de arbeja, los cuales ya habían empezado etapa mediana de producción y se encontraban en excelente estado sanitario, a tal punto de que eran ejemplo demostrativo en la región por su buen manejo ante otros agricultores y campesinos. PREGUNTADO: tiene usted conocimiento de los motivos que generaron como usted demonima “desplazamiento” de OCTAVIO SANCHEZ y su familia, explíquelos. CONTESTO: lo único que me pude dar cuenta frente al hecho se relaciona con un debate propuesto por el Concejal CARLOS ERLID GONZALEZ en el recinto del Concejo Municipal de Buga, aproximadamente al mes siguiente de ocurridos los hechos donde se mencionaba a la Brigada 20, todos esos debates deben reposar en el archivo del Concejo Municipal.[…]”

Aparece en el plenario la copia del acta Acta Nº 74 de las sesiones del Concejo Municipal de Buga del día 13 de noviembre de 2008 – Fls. 38 – 75 del C.2. –, en la que  se lee:

“[…] Toma la palabra el Honorable Concejal CARLOS ERLID GONZÁLEZ CORTÉS, manifestando: buenas noches a todos, (No se escucha bien) porque es algo que yo veo que no puedo esperar más, porque el suscrito a(sic) venido denunciando en esta Corporación y en días pasados hablé con el Señor Alcalde Municipal, unas amenazas que están contra mi vida, yo quisiera entregarle a usted el expediente, invitar a la Corporación y a usted para que tome medidas sobre el caso, aprovechando la estancia del Comandante de Policía de Transito(sic), en este momento se ha enviado un oficio al Doctor MARIO IGUARAN, el Fiscal General de la Nación y el asunto es la violación de los Derechos Humanos del sector rural del Municipio de Guadalajara de Buga, responsable la brigada 20 del Batallón Palacé, en días pasados Doctora, hirieron (sic) una persona en la zona montañosa alta, hermano de un líder mío, él me llamó, lo normal pude hacer es colaborarle, llamé al Señor Alcaldey le dije como podría ayudarnos a bajar a este Señor herido, me dijo: comuníquese con el director del Divino Niño y me comuniqué con él(sic) Doctor WILLIAM ROMERO, el cual prestóuna ambulancia, por murmullos de los campesinos de la zona rural, decían que la tropa no dejaba subir ningún vehiculo(sic), entonces la llamé a usted y usted habló con el Coronel del Batallón Palacé y dieron garantías y preguntó que que(sic) zona era y subió la ambulancia, este Señor lo bajaron herido con dos tiros, eso sucedió a las 8 de la mañana y llegó a la 1 de la tarde al Hospital San José, a las 4 de la tarde lo trasladaron a Cali al Departamental, el sábado 20 de Septiembre(sic), escribe el periódico, aumentan denuncias por campesinos y los campesinos dan la cara a la justicia, campesinos sindicados por el Ejercito(sic) de tener nexos con la Guerrilla, se reunieron con el Comandante de la Brigada 20 para solucionar su situación, este es un recorte del periódico y en uno de sus apartes dice, que la reunión era para solucionar la situación judicial de varios Lugareños que aparecían en una lista de las Fuerzas Militares como auxiliadores de la Guerrilla, una lista fundada por una contrainteligencia y yo no entiendo la contrainteligencia, por qué lleva a decir que contrainteligencia está generando el Ejercito(sic) y advertir de una lista de unos campesinos, ¿para que(sic) lista pregunto yo?, esta reunión se efectuó en Tulúa, porque coincidencialmente la montaña de Buga da con la de Tulúa, esto fue en Monte loro y la reunión fue en la Alcaldía de Tulúa, estuvo la Procuraduría Departamental, la Provincial y la Personería, están las denuncias aquí claro, este Señor cuando está en el Hospital de Cali, llega un cabo del Batallón Palacé a preguntar por el herido, al herido por seguridad le habían cambiado el nombre, no lo dejaron seguir y el Señor Cabo se les voló, afortunadamente como hay unas cámaras le tomaron unas fotos a este Señor y quedó registrado el numero(sic) de cedula(sic) de él y concuerda, después aparece un Funcionario de CTI de Tulúa, buscando al herido, después aparece otro Señor de la Fiscalía y obviamente esto ponía en peligro la vida del Concejal CARLOS ERLID GONZÁLEZ CORTÉS, porque fue la persona que habló con la Secretaria de Gobierno, con el Alcalde y el Doctor WILLIAM ROMERO, para que auxiliaran a un Señor que estaba herido, por lógica es la reacción de cualquier servidor público, siguiendo los hechos a un hermano de este Señor herido y ¿quién(sic) es el Señor?, el Señor es hijo de un ex Concejal de Buga que se llama OCTAVIO SANCHEZ, que no es un desconocido para la Ciudad de Buga, ni para el Concejo Municipal, porque resulta que aquí hay una medalla que se llama al Merito(sic) Campesino OCTAVIO SANCHEZ, entonces si el Concejo Municipal tiene una medalla a nombre de este Señor, entonces no es una familia desconocida para la ciudad, al hermano de la victima(sic) que al fin no murió, está en este momento a disposición y convigilancia ordenada por la Fiscalía y la Procuraduría, entonces comienzan a hacerle unas llamadas al hermano de  él a OCTAVIO SANCHEZ Júnior(sic), un Funcionario de Aguas de Buga que es él, llamadas extorsionistas(sic), se pone en contacto él con el gaula y capturan a dos de los extorsionistas, estas personas decían que ellos daban información de quienes habían hecho el atentado, si les daba una plata y los cogieron, hicieron un montaje, cuando los cogen ellos dan la información de que ellos hacen parte del Ejercito(sic) Nacional por prestación de servicio, soldados profesionales, las grabaciones reposan actualmente en la Fiscalía y en el CTI, entonces ahí comienza a cobrar vida lo del periódico de Tulúa, entre uno de ellos aparece un primo de la victima(sic), por el paro judicial que hubo, iban a dar libre a uno de estos Señores implicados y la Procuraduría se impuso y le dio una medida cautelaría(sic) y no lo dejaron salir, lo aterrador es que los atropellos siguen, esta carta me llega el 6 de Noviembre(sic) de 2008, escrita por la Docente de la Mesa Rió (sic) loro NORALBA GRANADA y dice: le informo a usted como Concejal de esta Ciudad el problema de la remesa escolar que el Ejercito(sic) nos quitó […] es la Brigada numero 20 perteneciente al Batallón de contraguerrilla numero 199 al mando del sargento LOPEZ, en la información de la Procuraduría, aquí está la carta donde le fijan vigilancia permanente al señor que está en Cali y una vez aquí anuncian la protección que le tienen que dar a toda la familia del Señor OCTAVIO SANCHEZ, la ONU ya se manifestó sobre el caso y en uno de esos anuncios quisiera decirle Doctora, la Procuraduría ya saca una sentencia y un fallo a ellos […]”

Obra en el expediente el testimonio del mismo Concejal Carlos Erlid González Cortes – Fls. 27 – 28 del C.3. – a quien cuando se le preguntó si conocía los motivos por los cuales había sido citado a declarar en este proceso contestó: 

“[…] lo conozco desde el año 2003 por el tema político porque me había colaborado en las campañas como líder político, me ha acompañado en tres campañas para concejal entonces en el periodo pasado era Alcalde Freddy Lineros y me llamó el hermano de él que se llama Ovidio Sánchez donde me manifestaba que un hermano de él lo habían herido en la Florida montañosa de Buga y que si le podía colaborar para que en una ambulancia lo trajeran aquí a Buga entonces yo hablé con el ex director del Hospital William Romero quien de inmediato me dijo que con mucho gusto y mandó la ambulancia esto fue como en el 2008 y el conductor dijo que le daba miedo ir porque estaban en combates en la zona montañosa y que el ejército no lo dejaba pasar, entonces hablé con la secretaria de Gobierno que en ese momento era Aura María Arango, y hablo con el Coronel del batallón y que dieran autorización que subiera la ambulancia entonces el conductor dijo que subía pero con un acompañante porque el(sic) no iba solo hasta allá, entonces el hermano Ovidio se fue en la ambulancia con él, recogieron a Simón que estaba herido con unos impactos de bala, cuando llegaron a la Magdalena que es donde está la única estación de la policía en la zona montañosa, detuvieron la ambulancia y le dijeron a Ovidio para que diera los informes respectivos y la ambulancia siguió con el herido para el hospital, después remitieron a Simón para Cali al hospital y nos dimos cuenta que en varias ocasiones fueron a preguntar por él, personas que se hacían pasar por el ejército y ciando salían las personas se iban, me contaron de allá, Octavio y la familia, en esos mismos días llegó Octavio muy asustado a la casa que en ese entonces quedaba en el barrio Aures, en las horas de la noche y me contó que lo estaban llamando unos señores a pedirle 20 millones de pesos argumentando que ellos pertenecían al ejército con unos contratos de prestación de servicios y que ellos eran los que habían atentado con el hermano de él, que si Octavio le daba 20 millones ellos le contaban quienes habían mandado a hacerlo, que si no los daban también mataban a Octavio y la familia y que quien era el concejal que había ayudado a subir la ambulancia hasta allá ese día […] hicieron el operativo con ellos y esto fue como en el 2008 a 2009, en el concejo aparecen las fechas porque yo lo iba denunciando y en los informes del Sargento Cubillos igualmente debe aparecer, después pedí la comunicación con el sargento porque me imagino que estaban en la investigación, pero después me di cuenta que habían capturado en Cali a la gente que estaba pidiendo los 20 millones por una llamanda que habían interceptado, los cuales me parece que todavía están en la cárcel, al tener todo este sustento del cual fui directa e indirectamente afectado y comencé a hacer denuncias […] a parte de eso llegaron muchas quejas de los campesinos que en la brigada 20 les habían robado las remesas, una profesora también denunció este hecho, llevé un reporte del periódico de Tulúa donde aparecen denuncias en este sentido contra la brigada 20, hable(sic) con Simón y me manifestaba que cuando lo trataron de amarrar y que se les voló, ellos se identrificaron como miembros de la brigada 20, entonces una vez el Coronel Herrera comandante de esta brigada fue invitado a una sesión del Concejo y yo me enfrenté ideológicamente con él en debate público en defensa de todos los campesinos que venían haciendo las denuncias por escrito y si usted doctora pide esas actas van a aparecer todas estas denuncias, hablé sobre los atropellos a los campesinos, sobre el reporte del periódico sobre el caso en particular que yo estaba viviendo con lo de Simón, entonces el Coronel Herrera tomó la palabra y en un gesto de bondad pidió disculpas públicas a todas las personas que se habían visto afectada(sic) con esa brigada aunque no fue durante el tiempo que estuvo como comandante, que eso fue antes, pero que pedía disculpas por todas las anomalías que habían sucedido, de esto puede pedir copia del acta y del CD de la sesión del consejo(sic), cabe resaltar que después de esa sesión que la situación en la zona cambió, llegaron otras cartas y versiones de campesinos que era un tipo bueno hasta que tuvo el accidente fatal en el Tolima del cual me di cuenta por los medios de comunicación que televisaron el siniestro, pasaron cosas colaterales como el desplazamiento de Octavio, Yamilet y el niño y esto generó un cambio en su vida y en su mismo matrimonio, en su vida familiar y su entorno, eso no sucedió de un dia(sic) para otro mientras investigaban, lo llaman y le dicen que tiene que dar una plata, Octavio tenía dos fincas, unas fincas arrendadas, si usted va y mira hoy están totalmente abandonadas, las casa se le cayeron, los techos, los cultivos, el ganado se le perdió ya no es ni la sombra de lo que tenía, él tenía una finca que era del papá y era una belleza, ahora usted va y es puro rastrojo, el(sic) se desplaza en esos tiempo del problema cuando a él le informan que cogieron los tipos, desde ese momento se desplaza, esto se debe a las amenazas, porque fueron directas, después yo hablé con el sargento cubillos y el(sic) me manifestaba que el(sic) tenia(sic) que estar muy atento a esasituación porque ya habían capturados y se demostraba con esos que habían intensiones(sic) claras de hacerla daño a esa familia, eso eran rumores pero en algún momento dijeron que eran personas que estaba(sic) allí por contratos de prestación de servicios pero de esto no tengo certeza, que bueno que esto se esclareciera por el bien de la misma familia que esta(sic) sufriendo este caos, porque cuando cogieron (sic) ese señor salió a relucir el nombre mío, la zona montañosa de Buga según los informes de la ONU esta época fue en la que mas(sic) desplazamiento hubo entre el 2000 y 2003, hay que también tener en cuenta que en el placer, Alaska y la Habana eso fue como en el 2001, el alemán quien fue que dijo que el grupo Calima había realizado esa masacre y esa fue una situación que se vivió hasta el 2005, ahora en el 2009 hay casos aislados, hubo varios casos donde llegaba la gente al concejo Municipal que porque no se hablaba con la personería, que en ese tiempo era Jesús Antonio Azcarate y donde personas se acercaban a uno para denunciar un desplazamiento, el reporte del periódico donde denunciaban desplazamientos y rumores, estos desplazamientos se los atribuían a la brigada 20 según lo que decían en el periódico, igual lo de la profesora de la zona montañosa que me mandó una carta diciendo que se le habían robado los desayunos escolares. […]”

· También se recepcionó el testimonio del señor Rafael Arcangel Ramírez Giraldo: – fls. 23 – 24 del C.3. , quien manifestó:
“[…] el primer problema que surgió fue que el hermano de Octavio, Simón tenía una parcela cerca de donde yo vivo y entonces un día le hicieron un atentado donde lo hirieron, ese día que le hicieron el atentado a Simón el pasó por mi casa, ya que queda a la orilla de la carretera, era un sábado esto lo se porque ese día había un culto en la iglesia, ese día arrimó a mi casa venía en caballo y arrimó y nos pusimos a conversar un rato, luego el(sic) se despidió y salió para la parcela de él, había una parcela de por medio entre la de él y mi casa, cuando nos despedimos él salió para la parcelade él y yo para una que tengo ahí cerca, yo había cogido los bueyespara ponerme a arar cuando llegó un nieto que se llama Didier Herley Ramírez, que para esa época tenía 17 años, entonces llegó muy asustado y me dijo: papito, papito le dieron a Simón, le pregunté lo mataron y me dijo: no, está herido, entonces me monté en la bestia y salí corriendo para el sitio donde habían ocurrido los hechos, ya habían llegado como unas tres personas cuando él estaba tendido en el potrero, habían varias personas entre ellos unos evangélicos, Simón al ver que yo llegaba, él levantó la cabeza y dijo ya no me muero llegó Arcángeñ, yo inmediatamente mandé para la casa a que llevaran una escalera y una colchenta e improvisamos una camilla, en esa camilla lo sacamos hasta donde queda la iglesia adventista, se llamó a Buga para que mandaran un Jeep, luego viendo que era muy incómodo para llevarlo, entonces ya la gente como mas(sic) tranquila llamó una ambulancia y fue en ella que se transportó acá a Buga, acá estaba el hermano Jhon Jairo, en ese lapso antes de que lo llevara la ambulancia nos contó a todos como había sucedido todo, nos contó que había llegado a la casa y cuando iba llegando le salieron 2 personas, entonces a él trataron de sacarlo para detrás de la casa, él opuso resistencia, lo fueron a coger a la brava, entonces el(sic) se reveló y se sacó el buzo y se le zafó y salió corriendo, cuando salió corriendo fue cuando le pegaron los dos tiros, entonces gritaba y me llamaba a mí, decía me contaba mi esposa y otras personas que lo escucharon que decía Arcángel me mataron, eso fue una confusión grandisíma, dicen las personas que no sabían que hacer, de todas maneras fueron los adventistas los que llegaron primero, las personas que lo hirieron habían amanecido en la casa de él, porque estaba sola, porque a nosotros se nos habían robado un bimbo y una gallina pero no identificamos quienes eran al mirar el alboroto la genté salió, nos deja una gran preocupación es que en ese momento la zona estaba totalmente militarizada y el ejército estaba acantonado en una finca que se llamaba Montenegro, el ejército ya llevaba como 8 días atrás, pero siempre comisionaban por todo el sitio, ahí estaba mas(sic) exactamente la brigada 20, lo que nos preocupó a los campesinos fue que cuando le hicieron el atentado ellos corrieron para el lado donde estaba el ejército no lo contrario, según las huellas y alambrados que aparecieron cortados, se nos hizo muy raro, aparte de eso también habían ocurrido otras cuestiones como por ejemplo dos personas que habían salido ahí a la vereda a una tiendita con uniforme militar pero encima del uniforme llevaban buzos a color pidieron algunos panes y unos enlatados y cuando ya los tenían en su poder le dijeron a la señora dueña de la tienda que eso se lo cobrara a la guerrilla, esto lo comentó la señora de la tienda, en la misma vereda en la vía que va para el crucero apareció muerto un muchacho de apellido Briñez, en esos mismos días que estaba el ejército por ahí, que yo sepa no se escuchó nada de quien había sido, solo comentaron que el ejército habia sacado un grapo para que hiciera limpieza, eso no me consta, quiero dejar constancia de otra serie de inconvenientes que tienen relación con el mismo, es que a raíz del atentado que le hicieron a Simón yo me encontré (sic) la mamá de él en la alcaldía y como hemos tenido mucha familiaridad, y me extrañó que se día que la saludé no me contestó de la forma normal que saludo, yo le había dicho una vez a Octavio que me vendiera la parcela que queda en los linderos de la mía, entonces pasó un tiempo y no habíamos vuelto a hablar una vez que se hizo una actividad en la vereda el Placer tuve la oportunidad de encontrarme con Octavio, entonces yo le pregunté si siempre me iba a vender la parcela entonces el me llamó y me dijo vení te comento una cosa, entonces fue cuando el(sic) me dijo que lo habían estado llamando al celular y que le decían que les diera 20 millones de pesos y que ellos le decían quien era la persona que estaba destrás del atentado que le habían hecho, entonces él le dijo que les dijera quien eran(sic), entonces los tipos le dijeron que era Arcángel el de la Florida, entonces a él se le hizo raro y me contó y que le habían dicho que no se preocuparan por eso que ellos se lo entregaban muerto, ya tenía la hora, fecha, tenían todo y la fecha en que lo entregaba y Octavio les había respondido que él no estaba interesado en que mataran a nadie sino la realidad de lo que había podido suceder, el(sic) avisó de eso al Gaula, eso que comento me lo dijo uno o dos meses después del atentado; ellos hacen el simulacro con los del Gaula que le van a entregar la plata producto de la extorsión, eso fue pronto y capturaron a un señor de apellido Toro y resultó ser un soldado profesional que inclusive hacía como unos veinte días habían estado en mi casa, yo lo recuerdo mucho por el apellido porque en ese tiempo yo hacía pan en la casa y vendía y ahí llegó el ejército a comprar cuando yo le vi el apellido le pregunté que de donde(sic) era y él me contestó que de Palmira, me sorprendió el apellido del soldado porque yo tenía un amigo retirado del ejército de apellido Toro y pensé que de pronto tenía alguna relación con él, hay otro hecho que yo tenga mas(sic) en cuenta el soldado Toro y fue que ese día llegaron hasta mi casa dos motos con cuatro personas, dos hombres y dos mujeres que era el papá, la mamá, la hermana y otro muchacho que era la familia del señor Toro Cortez, ellos iban a visitarlo y lo recuerdo mucho porque llevaban el almuerzo […] a mi me llamaron a la fiscalia a Cali para rendir una declaración y allí estaban visitando al señor Toro las mismas personas que habían estado en mi casa […] siguen las amenazas para Octavio según lo que el(sic) me ha comentado, lo cual lo obligó a no ir mas(sic) por allá debido a las amenazas, esto me lo dijo por llamadas […]”

Analizadas las pruebas que se acaban de reseñar en conjunto, se evidencia, como lo determinó el Tribunal, el desplazamiento; pero las mismas no dan cuenta de que las personas capturadas como consecuencia del operativo realizado por el CTI,  y que fueron acusadas del delito de extorsión hayan sido miembros del Ejército, como se alega en la demanda y en el recurso de apelación; pues, de un lado, respecto del señor Ricardo Valbuena Briñez se acreditó que había tenido la condición de soldado entre octubre de 2004 y y agosto de 2007, es decir, había dejado de pertenecer a la instititución un año antes de la ocurrencia de los hechos que se investigan en este proceso. 

Ahora bien en cuanto se refiere al otro sindicado Miguel de Jesús Toro Cortés, se tiene presente que el mismo manifestó haber conocido a Valbuena Briñez, mientras prestaban servicio militar en el Putumayo, pero no se acreditó que en el momento de los hechos fuera miembro del Ejército. Además este segundo sujeto fue absuelto por la justicia penal pues no se encontraron pruebas suficientes para  atribuirle el delito de extorsión en la persona de Octavio Sánchez Valbuena

Ahora bien,  existe el dicho de algunos testigos acerca de pertenencia de estos individuos al Ejército, pero la misma se halla desmentida por las pruebas que obraron en el proceso penal. En efecto, nótese que en la declaración el Concejal Carlos Erlid González a este respecto manifiesta que existían rumores que las personas que habían sido capturadas por las amenazas al señor Octavio Sánchez Valbuena eran pagados por prestación de servicios por el Ejército; rumores que no fueron probados en el proceso penal, pues ninguno de los sindicados resultó miembro del Ejército, ni existe prueba que ratifique el rumor que estos sujetos fuesen pagados mediante prestación de servicios por la institución castrense. 

Otro tanto puede decirse de la declaración de Rafael Arcangel Ramirez Giraldo, quien en su declaración manifiesta que Toro Cortés se desempeñaba como soldado profesional, pero esta versión choca con las pruebas practicadas dentro del proceso penal, en el que se absolvió a dicho sujeto.

De otra parte, aunque uno de los testigos afirma que la ONU ya hizo un pronunciamiento en el expediente no hay rastro de tal hecho, como tampoco de una supuesta decisión de la Procuraduría en contra de miembros del Ejército Nacional, por los hechos que dieron lugar a esta demanda; al contrario:

Se  encuentra en el plenario el Oficio Nº 2349 del 12 de septiembre de 2012, suscrito por el Procurador Provincial de Guadalajara de Buga, Valle. y dirigido al Tribunal que conoció de la primera instancia – fl. 406 del C.2.  – en la cual se lee: 
“[…] Con la presente me permito comunicar a usted que se ha remitido por parte de la procuraduría Regional del Valle del Cauca su solicitud de información relacionada con las diligencias realizadas por la Procuraduría General de la Nación, en este caso por la Procuraduría Provincial de Guadalajara de Buga, ocasionadas por los hechos informados por el demandante, donde fue víctima el señor ORLANDO SIMÓN SÁNCHEZ VALVUENA(SIC). 

Al respecto me permito comunicar a usted que el caso de la cita fue conocido e instruido por esta Agencia Provincial del Ministerio Público de Buga e identificado con expediente IUS2.009-181465 y D.2.009-94-145554, y terminada la actuación mediante auto del 12 de abril de de2.011, donde se ordenó su archivo definitivo por inexistencia de la conducta disciplinaria endilgada, decisión que fuera comunicada mediante edicto 009 del 27 de mayo de 2.011, con fecha de desfijación el 31 de mayo de 2.01(sic), en razón a la imposibilidad de comunicarles personalmente a los quejosos para que pudieran hacer uso del derecho consignado en el Parágrafo del numeral 4º del artículo 90 de la ley 734 de 2.002, no obstante haberse librado las comunicaciones mediante los oficios 1126 y 1127 de 25 de abril de 2.005, quedando en firme tal decisión. […]”

Así las cosas, no hay prueba que miembros del Ejército Nacional hayan sido los  sujetos activos del delito de extorsión que generó que los demandantes se desplazaran. 

Se tendrá que analizar ahora, si pese a que los  individuos que perpetraron las amenazas eran terceros,  existe la posibilidad de atribuirle al Ejército Nacional una omisión o inactividad en relación con la protección de las personas que estaban siendo amenazadas. A propósito de lo primero, debe observarse que no existió una denuncia concreta ni una petición al Ejército de protección a la vida o integridad personal que estuvieran  para endilgarle a esta institución una omisión propiamente dicha y concreta.

Sin embargo, como bien se advirtió, existen eventos en que dicha petición concreta no es necesaria para que se pueda atribuir responsabilidad a las fuerzas armadas por el desplazamiento de civiles, sino es necesario analizar si hay una inactividad sustentada en la existencia de obligaciones positivas de prevención y protección; que pudieron haber nacido si en el contexto del orden público en la región hicieran nacer esta obligación de protección general a toda la población. 

Obran entre las pruebas ya reseñadas, algunas que dan cuenta que en en el periodo comprendido entre el año 2000 y 2003, existió en la zona actividad paramilitar, pero al mismo tiempo, obran medios probatorios que evidencian que los episodios presentados en la época de las amenazas, año 2008, era casos aislados; así lo manifiesta el concejal Carlos Erlid González Cortés, en la declaración transcrita.

Lo anterior coincide con lo expresado por el señor Ovidio Sánchez Valbuena, quien, en una entrevista que rindió ante la Policía Judicial en el Hospital Universitario del Valle. F. 118 y 119, en la que declaró:

“[…] Teniendo en cuenta la versión de mi hermano Orlando Simon Sanchez, agrego lo siguiente, en el periodo del año 1.999, en que mi familia, fue desplazada por las masacres paramilitares, quedando registro en Acción Social y la personería municipal de Buga durante este tiempo fue que realice(sic) mis estudios de educación superior arriba mencionados […]”

De manera que para la Sala, las pruebas que obran dentro del proceso no dan cuenta que en el 2008, año en que ocurrieron las amenazas contra el aquí demandante, se presentara un estado de violencia generalizada del conflicto armado que debiera ser conocida por el Ejército Nacional; eran en cambio,  como lo dijo el testigo que se acaba de mencionar, casos episódicos. A lo anterior, esta Sala auna, el hecho que entre el sujeto condenado por extorsión  Ricardo Adolfo Valbuena Briñez, según el dicho del testigo  Rafael Arcangel Ramírez Giraldo,  era primo de la víctima de la extorsión, Octavio Sanchez Valbuena, lo que da a los hechos un matíz bastante privado y como tales se pusieron en conocimiento de la Fiscalía, que actúo con plena diligencia; de la Procuraduría, que brindó protección tanto a la víctima del atentado, como a su hermano, aquí demandante; pero estos hechos, que se reiteran no eran la consecuencia de una situación generalizada, no tenían por que ser conocidos por el Ejército; y al no estar probado que se trataba de un  fenómeno de desplazamiento que afectara a buena parte de la población, es imposible endilgarle a esta entidad pública una omisión de deber normativo alguno.

De otra parte, obra una denuncia radicada el 18 de septiembre ante la ONU (OACNUDH) en la ciudad de Cali por el atentado ocurrido contra Simón Orlando Sánchez Valbuena y las  amenazas recibidas por el aquí demandante Octavio Sánchez Valbuena, suscrito por el presidente de Fundaep, Ovidio Sanchez Valbuena, hermano del aquí demandante, en los siguientes términos:
“[…] Respetuosamente me dirijo a ustedes en calidad de presidente de fundaep nit. 900126162 1 con el único fin de que estudien la posibilidad de intervenir en las violaciones de los derechos humanos que se vienen desarrollando por parte del ejército nacional en el área amortiguadora del páramo nacional natural las hermosas en el valle(sic) del Cauca(sic). 

Hechos conocidos por su equipo de trabajo que se continúan presentando como por ejemplo muerte de un civil maquillado como guerrillero en su finca en el corregimiento de piedritas zona montañosa de Tulúa y en los últimos días el escape de un civil miembro de nuestra ONG de ser ejecutado en una de sus fincas el cual en su intento de fuga fue gravemente herido en la vereda la florida corregimiento de frisoles zona montañosa de buga(sic). 

Según indicios investigativos otros miembros de nuestra organización podrían correr con igual suerte por lo cual denunciamos el modo operativo del ejército nacional en el territorio. […]”

Sin embargo, esta comunicación no puede probar lo que allí se denuncia, pues no existe una verificación por parte de autoridad alguna, o de la entidad destinataria de la misma que permitieran colegir a la Sala que no se trataba de hechos episódicos, sino de un estado de violencia generalizada. De suerte que esta queja no es suficiente para tener por acreditado una situación de orden público que probara el desplazamiento como un fenómeno, si no generalizado, que por lo menos afectara a una parte de la población y que generara una obligación positiva  de prevención y protección. Como no fue así, era necesario que en este proceso se acreditara que el que sufrió el señor Octavio Sánchez Valbuena tenía relación directa con el conflicto armado, y para tener por probado ello no es suficiente con la queja que el hermano de la víctima, Ovidio Sánchez Valbuena radicó ante la ONU, haciendo esas acusaciones; pues las mismas resultan desmentidas por el Concejal, que dijo que se trataba de casos aislados como el abuso de las tropas que denunció una profesora por la confiscación de la remesa escolar, que aunque reprochables no demuestran las causas del desplazamiento de los demandantes.

 A propósito de la circunstancia que las víctimas del desplazamiento no comunicaron este hecho a las autoridades que tendrían la función de protegerlos, se encuentra la copia simple del Acta Nº 74 de las sesiones del Concejo de Buga del día 13 de noviembre de 2008 – Fls. 38 – 75 del C.2. – en la cual se lee que la Secretaria de Gobierno del Municipio invita al Concejal Carlos Elid González Cortés, a que comunique lo que está denunciando en esa Corporación al Comandante de la Policía, así:

“[…] Responde la Doctora AURA MARIA ARANGO CAMPO, Secretaria de Gobierno manifestando: Yo lo reviso, se lo voy a remitir al Mayor, pero de todas maneras Concejal, yo si le pido que usted se acerque a la Estación, para que usted haga la denuncia formal ante el Comandante, porque por más que esto esté en otras instancias, él no tiene conocimiento, entonces sobre todo con un caso tan complicado, usted ve que está amenazado, deber hacer formalmente la denuncia, yo le remito los documentos al Mayor, pero si le pido que vaya directamente y haga la denuncia, unido a esto yo voy a solicitar según las declaraciones que usted ha hecho aquí hoy, se haga un estudio de seguridad y así que ellos determinen en la situación en la que usted se encuentra en este momento. […]”
Frente a este acervo probatorio, la Sala determina que no es cierto que esté acreditado de manera directa que las amenazas que generaron el desplazamiento hayan sido realizadas por miembros del Ejército Nacional, o que las mismas ocurrieran en el contexto que mostrara un fenómeno generalizado de desplazamiento de la población, que debiera ser conocido por el Ejército, y en cuanto tal, permitiera endilgarle una inactividad concreta a  esta institución. 

Tampoco los rumores a los que hacen referencia los testigos, pueden constituir las pruebas indirectas que el recurrente enrostra al Tribunal no haber tenido en cuenta. Pues  estos mismos constituyen apenas indicios contingentes, de suyo insuficientes para proferir una condena contra el Ministerio de Defensa - Ejército Nacional.

Como no se demostró por parte de los actores que  las amenazas ocurrieron como consecuencia del contexto armado, sino más bien de un asunto netamente privado en el que están comprometidos miembros de una misma familia, era necesario que para poder atribuirle responsabilidad al Ministerio de Defensa - Ejército Nacionalesos hechos concretos hubiesen sido conocidos o debieran haber sido conocidos por la entidad demandada, y que pese a ello hubiese mantenido una conducta omisiva; como así no ocurrió, forzasamente habrán de negarse las pretensiones.

Ahora bien, descartada la falla en el servicio, se ocupa la Sala ahora de analizar si los criterios de atribución de responsabilidad objetiva, denominados riesgo excepcional y daño especial, pueden ser aplicados en el sub judice. En lo que concierne a la operancia del riesgo excepcional como criterio de imputación en los casos de daños antijurídicos causados por la actividad de grupos armados insurgentes, habrá lugar a encuadrar en el mismo cuando el daño ocurre como consecuencia de la actividad legítima de la administración pública, que comporta un riesgo de naturaleza anormal, o que resulta excesivo bien sea porque incrementó aquel que es inherente o intrínseco a la actividad, o porque en el despliegue de la actividad se crean riesgos que en atención a su exposición e intensidad desbordan o excedan lo razonablemente asumible por el perjudicado. 

En efecto, es claro que en el desarrollo de las actividades cotidianas del mundo moderno la sociedad se enfrenta a situaciones de riesgo que le son ineludibles, y dentro de tal contexto la administración pública, como lo indica Forsthoff “puede crear estas situaciones excepcionales de peligro a las que nadie puede sustraerse y en las que ninguna protección existe para el particular
”, lo cual impone al Estado, por razón de justicia distributiva, la reparación de los daños causados
. En este caso el criterio de atribución de responsabilidad de daño especial; resulta del todo extraño puesto que  las amenazas son absolutamente ajenas a una activida del Estado. 

Daño especial. 

Por último, el otro criterio de imputación aplicable en casos en los que se discute la responsabilidad del Estado por acciones de terceros es el de daño especial, que corresponde a un criterio de imputación en donde el desequilibrio de las cargas públicas, la equidad y la solidaridad son sus fundamentos
, “como materialización del reequilibrio ante una ruptura de la igualdad frente a las cargas públicas, fruto del perjuicio especial y anormal que debe soportar el administrado”
.  

Así, en cada caso, lo que debe examinarse es si por las condiciones que revista el daño antijurídico este se puede considerar como un acentuado y singular desequilibrio anormal de las cargas públicas que deben ser asumidas por los administrados
 entendiéndose como normal aquella carga que es ordinaria a la vida en sociedad. 

En efecto, la garantía de equilibrio frente a las cargas públicas supone también una actividad lícita del Estado, o una actividad de un tercero que va dirigida a una institución pública  o  a una persona que como consecuencia de su particular condición dentro de la comunidad resulta dañado. Sin bien es cierto algunos testigos refieren que Octavio Sánchez Valbuena era un lider comunitario, no aparece en  el contenido de las amenazas que las mismas obedecieran a tal condición, por lo tanto no hay lugar tampoco a endilgar, bajo este criterio, al Ejército Nacional responsabilidad alguna por la extorsión de la que fueron víctimas los demandantes, pues, lo que muestran las pruebas obrantes en el  expediente es que las amenazas se desarrollaron a partir de atentado que sufrió el hermano del aquí demandante,  dentro de un ámbito estrictamente privado; y no se evidenció que las mismas fuesen consecuencia de la condición de lider comunitario que según algunos testigos ostentaba el aquí demandante.

6. Costas

Finalmente, no habrá lugar a condenar en costas porque para el momento en que se dicta este fallo la ley 446 de 1998 indica, en el artículo 55,  que sólo hay lugar a su imposición cuando alguna de las partes haya actuado temerariamente, y en este proceso no existe prueba que señale temeridad para alguna de ellas.

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

FALLA:

MODIFÍCASE la sentencia de 30 de agosto de 2013 proferida por el Tribunal  Contencioso Administrativo del Valle del Cauca. 

PRIMERO: DECLÁRASE probada la excepción de “ Falta de legitimación en  la causa por pasiva del Ministerio del Interior y del Departamento Administrativo de la presidencia de la República.

SEGUNDO: NIÉGANSE las pretensiones de la demanda, por los motivos expuestos en esta providencia. 
TERCERO: 
SIN CODENA EN COSTAS
Ejecutoriada esta providencia, DEVUÉLVASE el expediente al Tribunal de origen.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, DEVUÉLVASE Y CÚMPLASE

OLGA MÉLIDA VALLE DE DE LA HOZ

Presidente
JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA
Magistrado Ponente
� Consejo de Estado, Sección Tercera, Sentencia del 9 de febrero de 2012, exp. 21060.


� En este sentido puede verse la sentencia de 18 de febrero de 2010, Exp.18143.


� En precedente jurisprudencial constitucional se indica: “El Estado de Derecho se funda en dos grandes axiomas: El principio de legalidad y la responsabilidad patrimonial del Estado. La garantía de los derechos y libertades de los ciudadanos no se preserva solamente con la exigencia a las autoridades públicas que en sus actuaciones se sujeten a la ley sino que también es esencial que si el Estado en ejercicio de sus poderes de intervención causa un daño antijurídico o lesión lo repare íntegramente”. Corte Constitucional. Sentencia C-832 de 2001. MP Rodrigo Escobar Gil.


� La “responsabilidad patrimonial del Estado se presenta entonces como un mecanismo de protección de los administrados frente al aumento de la actividad del poder público, el cual puede ocasionar daños, que son resultado normal y legítimo de la propia actividad pública, al margen de cualquier conducta culposa o ilícita de las autoridades, por lo cual se requiere una mayor garantía jurídica a la órbita patrimonial de los particulares. Por ello el actual régimen constitucional establece entonces la obligación jurídica a cargo del Estado de responder por los perjuicios antijurídicos que hayan sido cometidos por la acción u omisión de las autoridades públicas, lo cual implica que una vez causado el perjuicio antijurídico y éste sea imputable al Estado, se origina un traslado patrimonial del Estado al patrimonio de la víctima por medio del deber de indemnización”. Corte Constitucional. Sentencia C-333 de 1996. MP Alejandro Martínez Caballero. Postura que fue seguida posteriormente, considerándose que el artículo 90 de la Carta Política “consagra también un régimen único de responsabilidad, a la manera de una cláusula general, que comprende todos los daños antijurídicos causados por las actuaciones y abstenciones de los entes públicos”. Corte Constitucional, sentencia C-892 de 2001. MP Rodrigo Escobar Gil.


� Derechos e intereses que constitucional o sustancialmente reconocidos “son derechos de defensa del ciudadano frente al Estado”. ALEXY, Robert. “Teoría del discurso y derechos constitucionales”, en VÁSQUEZ, Rodolfo; ZIMMERLING, Ruth (Coords). Cátedra Ernesto Garzón Valdés. 1ª reimp. México, Fontamara, 2007, pág. 49.


� “La responsabilidad patrimonial del Estado en nuestro ordenamiento jurídico tiene como fundamento un principio de garantía integral del patrimonio de los ciudadanos”. Corte Constitucional. Sentencia C-832 de 2001. MP Rodrigo Escobar Gil.


� La “razón de ser de las autoridades públicas es defender a todos los ciudadanos y asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado. Omitir tales funciones entraña la responsabilidad institucional y la pérdida de legitimidad. El estado debe utilizar todos los medios disponibles para que el respeto de la vida y derechos sea real y no solo meramente formal”. Consejo de Estado. Sección Tercera. Sentencia del 26 de enero de 2006. Exp: AG 2001-0213. CP Ruth Stella Correa Palacio. En la doctrina puede verse STARCK, Boris. “Essai d une théorie general de la responsabilité civile considerée en sa doublé fonction de garantie et de peine privée”. Paris, 1947.


� RIVERO, Jean. “Derecho administrativo”. 9ª ed. Caracas, Universidad Central de Venezuela, 1984, pág. 293. Puede verse también esta construcción doctrinal en: BERLIA. “Essai sur les fondements de la responsabilité en droit public francais”, en Revue de Droit Public, 1951, p.685; BÉNOIT, F. “Le régimen et le fondement de la responsabilité de la puissance publique”, en JurisClasseur Publique, 1954. T.I, V.178.


� “La responsabilidad, a diferencia de la expropiación, no representa un instrumento en manos de la Administración para satisfacer el interés general, una potestad más de las que ésta dispone al llevar a cabo su actividad, sino un mecanismo de garantía destinado a paliar, precisamente, las consecuencias negativas que pueda generar dicha actividad. La responsabilidad, por así decirlo, no constituye una herramienta de actuación de la Administración, sino de reacción, de reparación de los daños por ésta producidos”. MIR PUIGPELAT, Oriol. “La responsabilidad patrimonial de la administración. Hacia un nuevo sistema”. 1ª ed. Madrid, Civitas, 2001, pág. 120.
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